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2017 SENADO

por medio del cual se dictan disposiciones para 
asegurar el monopolio legítimo de la fuerza 
y del uso de las armas por parte del Estado. 
Procedimiento Legislativo Especial para la Paz.

Honorable Senador
EFRAÍN CEPEDA
Presidente
Senado de la República
Honorable Representante
RODRIGO LARA RESTREPO
Presidente
Cámara de Representantes
Referencia: Informe de conciliación al 

Proyecto de Acto Legislativo número 015 de 
2017 Cámara, 04 de 2017 Senado, por medio 
del cual se dictan disposiciones para asegurar 
el monopolio legítimo de la fuerza y del uso de 
las armas por parte del Estado - Procedimiento 
Legislativo Especial para la Paz.

Señores Presidentes:
En cumplimiento de la honrosa designación 

que nos hicieren, y de conformidad con los 
artículos 161 de la Constitución Política y 186 
de la Ley 5ª de 1992 aplicables en el marco del 
Procedimiento Legislativo Especial para la Paz 
derivado de la remisión establecida en el artículo 
1° del Acto Legislativo número 01 de 2016, los 
suscritos Senadores y Representantes integrantes 
de la Comisión de Conciliación, nos permitimos 
someter, por su conducto, a consideración de 

las Plenarias de Senado y de la Cámara de 
Representantes el texto conciliado al proyecto de 
acto legislativo de la referencia.

Para cumplir con dicha labor, nos reunimos 
para estudiar y analizar los textos aprobados por 
las Plenarias de la Cámara de Representantes y 

texto conciliado.
De esta manera se ha acordado acoger en su 

totalidad el texto aprobado por la Plenaria del 
Senado de la República.

En consecuencia, los suscritos conciliadores, 
solicitamos a las plenarias del honorable 
Congreso de la República aprobar la conciliación 
al Proyecto de Acto Legislativo número 015 de 
2017 Cámara, 04 de 2017 Senado, por medio del 
cual se dictan disposiciones para asegurar el 
monopolio legítimo de la fuerza y del uso de las 
armas por parte del Estado, de conformidad con 
el texto propuesto y en los términos que han sido 
expresados.

De los honorables Congresista,
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TEXTO CONCILIADO AL PROYECTO DE 
ACTO LEGISLATIVO NÚMERO 015 DE 

2017 CÁMARA, 04 DE 2017 SENADO
por medio del cual se dictan disposiciones para 

asegurar el monopolio legítimo de la fuerza y del 
uso de las armas por parte del Estado.

El Congreso de Colombia
En virtud del Procedimiento Legislativo 

Especial para la Paz
DECRETA:

Artículo 1°. Adiciónese el artículo 22A a 
la Constitución Política de Colombia, el cual 
quedará así:

Artículo 22A. Como una garantía de No 

monopolio legítimo de la fuerza y del uso de las 
armas por parte del Estado, y en particular de la 
Fuerza Pública, en todo el territorio, se prohíbe 
la creación, promoción, instigación, organización, 
instrucción, apoyo, tolerancia, encubrimiento o 

privado de grupos civiles armados organizados 

los denominados autodefensas, paramilitares, así 
como sus redes de apoyo, estructuras o prácticas, 

denominaciones equivalentes.
La ley regulará los tipos penales relacionados 

con estas conductas, así como las sanciones 
disciplinarias y administrativas correspondientes.

Artículo 2°. El presente acto legislativo rige a 
partir de su promulgación.

De los honorables Congresistas,

P O N E N C I A S
INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER 

DEBATE AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 21 DE 2017 DE SENADO

por la cual se actualiza la política pública y se 
ajusta la institucionalidad, regulación, vigilancia 
y control y de protección de usuarios de servicios 

de televisión en un contexto de convergencia 
tecnológica.

Bogotá, D. C., 19 de septiembre de 2017
Senadora
SANDRA VILLADIEGO
Presidente
Comisión Sexta Constitucional
Senado de la República
La ciudad
Asunto: Informe de ponencia para primer 

debate al Proyecto de ley número 21 de 2017 de 
Senado, por la cual se actualiza la política pública 
y se ajusta la institucionalidad, regulación, 
vigilancia y control y de protección de usuarios 
de servicios de televisión en un contexto de 
convergencia tecnológica.

Respetada señora Presidenta:
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 

150, 153 y 156 de la Ley 5ª de 1992 y en atención 
a la designación que me fue encomendada, con 
todo respeto, presento ante la honorable Comisión 
Sexta Constitucional del Senado de la República, 
para su discusión y aprobación, el informe de 

ponencia para primer debate al Proyecto de ley 
número 21 de 2017 Senado, por la cual se actualiza 
la política pública y se ajusta la institucionalidad, 
regulación, vigilancia y control y de protección de 
usuarios de servicios de televisión en un contexto 
de convergencia tecnológica.

I. ANTECEDENTES LEGISLATIVOS  
DE LA INICIATIVA EN ESTUDIO

El presente proyecto de ley es de iniciativa 
congresional, fue presentado a consideración 
del Congreso de la República por la honorable 
Senadora, doctora María del Rosario Guerra de 
la Espriella el día 20 de julio de 2017, ante la 
Secretaría General del Senado.

Fue remitido a la Comisión Sexta constitucional 
permanente correspondiéndole el número 21 de 
2017, siendo designada como ponente la suscrita.

En cumplimiento del trámite legislativo y del 
principio de publicidad, el proyecto original fue 
publicado en la Gaceta del Congreso número 627 
del 1° de agosto de 2017.

2017 suscrito por el señor secretario de la 
comisión sexta, doctor Jorge Eliécer Laverde y 
por instrucciones de la señora presidenta de la 
comisión fui designada como ponente para primer 
debate.

II. OBJETO DEL PROYECTO
La presente ley actualiza el marco general 

para la formulación de las políticas públicas que 
rigen el servicio de televisión, así
la institucionalidad y el respectivo régimen de 
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regulación, vigilancia y control, y de protección 
de los usuarios de servicios de televisión. 
Adicionalmente, se establecen los lineamientos 
generales en relación con la planeación, gestión, 
administración adecuada provisión de servicios 
de televisión.

III. JUSTIFICACIÓN DEL PROYECTO 
DE LEY

encuentra en el escrito de Exposición de Motivos 
que la autora presentó junto con el proyecto 
objeto de esta ponencia, y que transcribimos 
textualmente por considerarlos pertinentes y de 
gran importancia para la conveniencia de poder 
votar positivamente el mismo:

El fenómeno de la convergencia digital, el cual 
ha ocupado buena parte de la agenda de política 
pública y de regulación en materia de tecnologías 
de la información y comunicaciones desde el año 
2006, llama la atención en la actualidad sobre 
la necesidad de armonización de los marcos 
normativos e institucionales de los sectores de 
telecomunicaciones y de televisión.

Guerra y Oviedo (2010) señalan que 
existe consenso a nivel internacional sobre el 
hecho de que la adopción de marcos legales 
y de política que facilitan la convergencia 
entre las telecomunicaciones, los medios de 
comunicaciones y los servicios informáticos, 
mejora contundentemente el impacto de las 
tecnologías de la información y las comunicaciones 
en el desarrollo socioeconómico.1 En esta línea, 
una amplia literatura del Banco Mundial, dentro 
de la cual se resalta el artículo de Singh y Raja 
(2008) señala que la convergencia es un fenómeno 
tecnológico con importantes consecuencias en la 
estructura y comportamiento de los agentes que 

2

En efecto, la convergencia resulta en la 

el surgimiento de nuevos modelos de negocio, la 
reducción de los costos de prestación del servicio 
y la ampliación de la gama de servicios ofrecidos 
a los usuarios. Así mismo, la convergencia 
motiva procesos de consolidación empresarial 
tanto en el sector de los medios como de las 
telecomunicaciones, lo cual puede generar 
obstáculos a la promoción de la competencia en 
dichas actividades económicas.

Típicamente, las estructuras legales e 
institucionales que han predominado en el sector 
telecomunicaciones son bastante asimétricas en 
cuanto a su evolución y enfoque de regulación y 
control. Por consiguiente, uno de los principales 
frentes de acción de la legislación consiste en 

1 Guerra, M. y J. Oviedo (2010). La ley de tecnologías de 
la información y las comunicaciones (L-1341/09). Uni-
versidad del Rosario.

2 Sing, R. y S. Raja, (2008) ¿Convergence in ICT services: 
Emerging regulatory responses to multiple play¿. Wor-
king paper. Banco Mundial.

el “aplanamiento” de los enfoques de política 

un tratamiento “equivalente” para las redes y 
servicios sujetos a la convergencia y al fenómeno 
de empaquetamiento. Adicionalmente, las 
condiciones propias del acelerado proceso de 
evolución tecnológica generan la necesidad de 
responder a tiempo a los cambios en los modelos 
de provisión de los servicios TIC.

Con esta evolución de parámetros tecnológicos 
y de demanda, el consenso internacional ha llevado 

los desafíos de la convergencia cuando:
• Facilita la provisión de diferentes servicios 

a través de múltiples plataformas.
• Promueve entornos competitivos que 

maximicen el bienestar social.
• Permite la provisión de múltiples servicios 

sin incurrir en altos costos de transacción.

de habilitación, gestión del espectro ra-
dioeléctrico, interconexión de redes y pro-

condiciones de acceso a las nuevas infraestructuras 

posibilidades de prestación de nuevos servicios y 
aplicaciones. En este nuevo escenario, el marco 

hacia la integración horizontal y la separación 
vertical.

Alternativamente, se debe promover la 

excesiva intervención pública en la escogencia de 
soluciones tecnológicas para la provisión de redes 
y servicios de telecomunicaciones y de televisión. 
Este principio de política pública se ha convertido, 
en los últimos años, en el pilar fundamental para 
la expansión de la convergencia tecnológica, en 
la medida que servicios similares son provistos 
sobre distintas plataformas tecnológicas.

En este sentido, la neutralidad tecnológica 
se convierte en instrumento fundamental 
para acelerar, desde la perspectiva pública, la 
adecuada difusión de innovaciones tecnológicas 
que permanentemente dinamizan el entorno 
competitivo del sector de tecnologías de la 
información y las comunicaciones. Con base en 

las principales dimensiones en las cuales 
la convergencia tecnológica motiva ajustes 
normativos para el caso colombiano.

1.1. Prevalencia de la regulación por 
servicios en el caso de televisión.

Tal y como se señala en Guerra y Oviedo 
(2010), el mercado de telecomunicaciones en 
Colombia, tradicionalmente se estructuró con base 
en servicios diferenciados prestados a través de 
redes especializadas para cada uno de ellos. Esta 

en el ordenamiento jurídico, el cual se ha referido, 
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primero a los servicios básicos (portador, telefonía, 
telegrafía) y a los de difusión (radio y televisión) y, 
después, también a los servicios de valor agregado 
y telemáticos. Así mismo, dicha especialización 
también se demuestra en la evolución normativa 
del sector de telecomunicaciones en Colombia, 
por ejemplo, desde el Decreto Legislativo 3418 
de 1954 hasta la Ley 555 de 2000 (PCS), pasando 
por el Decreto-ley 1900 de 19903, la Ley 37 de 
1993 (telefonía móvil celular) y la Ley 182 de 
1995 (servicio público de televisión).

Para el caso de los servicios de telecomu-
nicaciones, la expedición de la Ley 1341 de 

legislación por servicios para todos los servicios 
de telecomunicaciones, excepto para los servicios 
de televisión. En efecto, para el momento de 
promulgación de la ley, la doctrina constitucional 
vigente impedía avanzar en la incorporación de 

extinta Comisión Nacional de Televisión, con su 
respectivo rango constitucional, en defensa de su 
autonomía bloqueaba cualquier iniciativa en esta 
dirección.

La Ley 1341 de 2009 se constituye, en línea 
con los planteamientos de la OECD (2014) en su 
revisión del mercado de telecomunicaciones en 
Colombia, en una importante reconversión del 
marco normativo del sector de comunicaciones con 

de mercado, prepararlo para anticipar los rápidos 
cambios tecnológicos y fortalecer el enfoque 
de la política pública orientada a promover la 

4.
De destacar, como avances importantes de 

este nuevo marco legislativo, está contar con la 
habilitación general para que los proveedores de 
redes y servicios de telecomunicaciones puedan 

periódica a favor del Fondo de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones; la introducción 
del principio de neutralidad tecnológica mediante 
el cual el Estado garantiza la libre adopción de 
tecnologías en la provisión de redes y servicios; la 
creación de la Agencia Nacional del Espectro como 
ente técnico especializado; el fortalecimiento 
y claridad de la capacidad de intervención del 
Estado en el sector; la precisión del alcance 
del régimen de protección a los usuarios de los 

actualización de las normas de radiodifusión 
sonora; y, la eliminación del carácter domiciliario 
de los servicios públicos de comunicaciones.

Desafortunadamente, en el sector de televisión, 
el proceso de actualización normativa para 
enfrentar los desafíos de la convergencia no ha 

3 27 a 33.
4 OCDE (2014. Estudio de la OCDE sobre políticas y re-

gulación de telecomunicaciones en Colombia.

de 2006, la autora de la presente iniciativa, 
dentro del marco de las competencias asignadas 
como Ministra de Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones, presentó para debate 
legislativo el proyecto de ley número 148 Senado 

modelo institucional de regulación, vigilancia, 

en Colombia y se dictan otras disposiciones. 
Allí se establecían, entre otras, disposiciones 
orientadas a especializar e individualizar dos tipos 
de regulación; la de redes y la de contenidos, para 
garantizar un tratamiento homogéneo a toda la 

de los entonces comisionados de la extinta CNTV 
a efectos de exigir especiales conocimientos y 
experiencia a quienes ocupan dicho cargo.

Desafortunadamente, esta iniciativa legal 
fue archivada por falta de trámite. Sin embargo, 
algunos planteamientos de dicho proyecto, fueron 
retomados en la Ley 1507 de 2012, tales como la 
estructura organizacional de la nueva Autoridad 
Nacional de Televisión, dentro de la cual se 

los miembros de la Junta Nacional de Televisión, 
así como la creación de un director distinto a los 
miembros de Junta pero con los mismos requisitos 
y calidades profesionales.

En efecto, fue solo hasta la expedición del 
Acto Legislativo número 02 de 2011 por el 

artículo 77 de la Constitución Política, que se 
abrieron las puertas a la oportunidad del ajuste 
legal e institucional del sector de televisión, 
particularmente expresado por la nueva redacción 
del artículo 77 “El Congreso de la República 

de televisión”.
No obstante, la promulgación de la Ley 1507 de 

2012, en la cual se esperaba un debate abierto sobre 
los desafíos de la regulación y la institucionalidad 
del sector de televisión, simplemente se limitó 
a proferir las normas mediante las cuales se 
redistribuyeron competencias entre las entidades 
del Estado involucradas con los servicios de 
televisión.

Por otra parte, toda vez que los efectos de 
la convergencia permean también el servicio 
de televisión de operación pública y que el 

compromiso de país, la autora de la presente 
iniciativa, en su rol de Ministra de Tecnologías 
de la Información y las Comunicaciones, lideró 

3518 de 2008, producto de los ejercicios de análisis 
de la situación de la televisión pública nacional de 
cara al nuevo panorama sectorial.

Este documento Conpes representa una hoja de 
ruta que debe continuar teniéndose en cuenta para 
garantizar el fortalecimiento de esta importante 
modalidad del servicio. Un nuevo esquema de 
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gestión que concentre al operador en su más 
importante razón ser, la generación de contenidos; 

de televisión; la continua construcción de una 

que cumple este servicio; y la generación de 
nuevas fuentes de ingresos para los operadores 
públicos de televisión, son aspectos en los que se 

expedición y deben seguir siendo atendidos.
En este contexto, la presente iniciativa legislativa 

propende por la actualización regulatoria bajo 
la incorporación de los principios de separación 
de redes y contenido. En efecto, se propone la 
integración del régimen de regulación de redes 
y servicios en el Ministerio de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones, junto con la 
Comisión de Regulación de Comunicaciones y la 
Agencia Nacional de Espectro.

Por consiguiente, los hasta hoy denominados 
servicios de televisión por suscripción (en su 
modalidad cableada y satelital) se acogen al 
régimen integrador de provisión de redes y 

la Ley 1341 de 2009. Desde la perspectiva 

disposición de los servicios audiovisuales a través 
de infraestructuras de banda ancha representa una 
posibilidad de acceder al mercado audiovisual por 
parte de los proveedores de redes y servicios. En 
tal sentido, se remueven las barreras de entrada 
creadas por ciertos aspectos reglamentarios, tales 

Acceder a contenidos de video, voz e Internet 
son los ingredientes de los llamados “triple play”, 
servicios empaquetados que buscan la satisfacción 
de todos los requerimientos de la información 
básica y las comunicaciones.

Por su parte, el régimen de contenidos queda 
en cabeza de la Autoridad Nacional de Televisión 
como ente promotor de la televisión pública 
nacional y regional, así como ente garante de la 
preservación de los principios constitucionales y 
legales en materia de contenidos audiovisuales.

Complementariamente, en el contexto de 
convergencia tecnológica que se ha descrito en la 
presente exposición de motivos, así como a partir 
de la consolidación de espacios multipantalla, 
la televisión pública debe ajustarse a la realidad 
tecnológica y de mercado. En consecuencia, 
esta forma esencial de servicio público debe 
considerar lo público en términos de ¿Lo que una 
sociedad pone en común: el interés común, el 
espacio ciudadano, la interacción comunicativa?, 
en contraste al modelo comercial y estatal de TV.

En este sentido, se deben establecer lineamientos 
para garantizar que la televisión pública tenga 
como prioridad una programación social útil 
para responder a los problemas (espacios de 
información y de debate), necesidades, carencias, 

expectativas y prioridades de la población 
colombiana. Además, es indispensable que la 
televisión pública cumpla su función de educar, 
entre otros, en la solidaridad y en la convivencia 

pluralismo social, ideológico y político.
1.2. Desafíos de la televisión pública en el 

contexto tecnológico actual.
Según Feijoo y colaboradores (2007)5, la 

reconversión tecnológica en materia de difusión 
de contenidos audiovisuales implica una serie de 
nuevos desafíos tanto para los actores del mercado 
como para las autoridades de regulación sectorial. 

al servicio de televisión tiene que evolucionar 
desde su situación actual hacia el siguiente nivel 
impuesto por la realidad del sector, condiciones 
amplias de competencia y transparencia dentro de 
los mercados convergentes.

Así, la evolución del sector audiovisual se rige 
por tres dimensiones a través del tiempo:

•  La dimensión social, relacionada con la 
protección y garantía efectiva de los dere-
chos fundamentales de los usuarios (pro-
tección de la infancia, pluralismo cultural, 
información veraz, neutralidad, contri-
bución a la mejora del nivel educativo, 
el derecho al honor y a la intimidad) y la 

servicio público de interés para una deter-
minada sociedad.

• La dimensión tecnológica y de negocios, 
orientada hacia los nuevos modelos de ne-
gocio (ya no exclusivamente hacia la pu-
blicidad o el pago por contenidos), y que 
llevará a una televisión interactiva, mul-
timedia y digital (en sus múltiples forma-
tos).

• La dimensión del mercado, donde se espe-
ra un mayor (y por lo tanto más transparen-
te) nivel de competencia.

combinación de la evolución en cada una de estas 
dimensiones, las cuales no son independientes 
unas de otras. A modo de ejemplo, la evolución 
tecnológica hacia la digitalización permite tener 
un mayor número de canales de televisión y por 
lo tanto, con la capacidad de aumentar el grado 
de competencia efectiva; la misma evolución 
tecnológica permite reducir los costos de 
producción audiovisual, facilitando la aparición de 

las objetivos del servicio público.
Desde el ámbito regulatorio y de política 

pública, la dimensión social es el tema primordial. 

5 Feijoo, C., Beaumont, J.F., Gómez-Barroso, J.L., Án-
geles, A. y D. Rojo-Alonso, (2007). ¿The emergence 
of IP interactive multimedia services and the evolution 
of the traditional audiovisual public service regulatory 
approach¿. Telematics and Informatics, 24 pp 272-284.
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Las garantías sobre una serie de los derechos 
fundamentales de interés público deben 
prevalecer sobre los intereses particulares y 
aún los del mercado. Sin embargo, esto no está 

conceptual para el sector audiovisual como 
¿Un mercado en competencia abierta donde la 
excepción del cumplimiento de una serie de 
objetivos de servicio público se introduce? De 
hecho, el sector audiovisual debe evolucionar a 
partir de su situación actual hacia la nueva realidad 
tecnológica, con un nivel de competencia y la 
transparencia mucho mayor que el existente en la 
actualidad. Están dadas las condiciones para que 
un entorno que estimule la competencia bajo las 
reglas de una economía social de mercado redunde 

En consecuencia, bajo este punto de vista 
social, los principales aspectos a considerar para 
la regulación del servicio de televisión, se pueden 
resumir en las siguientes consideraciones:

• Diseñar un modelo de intervención pública 
adecuada para el nuevo panorama audiovi-

-
tiva como cualitativamente, el concepto de 
obligaciones de servicio público inheren-
tes al servicio de televisión, su forma más 

Un corolario de lo anterior sería el análisis 

papel del sector público en la prestación de 
los servicios de televisión abierta radiodi-
funda.

• El análisis de los diferentes modelos po-
sibles de difusión y operación del servicio 
de televisión. Esto incluye el examen de 
distintos grados de integración vertical de 
las actividades (producción de contenidos, 
entrega de contenidos, servicios y capas de 
la aplicación.). También se hace necesa-

comerciales como de interés público) son 
remuneradas, así como la generalización 
o ausencia de remuneración para el acce-
so del público respecto de dichas activida-
des. El análisis de los modelos de opera-
ción también incluye una evaluación de la 
competencia potencial (barreras de entra-
da, concentración, audiencia). También se 
debe incluir una evaluación del nivel más 
adecuado de protección de los objetivos 
públicos y los derechos de protección, así 
como del equilibrio entre la regulación ex 
ante y la regulación ex post. En este senti-
do, debe estudiarse la conveniencia de con-
siderar, aunque sea parcialmente, modelos 
basados en la corregulación y medidas de 
autorregulación.

• El análisis de la posibilidad de regular la 
actividad audiovisual más allá de los ob-
jetivos públicos abriendo más opciones a 
la competencia, fomentando más innova-
ción, mejores productos y mejores precios 

al consumidor, en un marco similar al que 
viene consolidándose para las telecomuni-
caciones. Así, al estudiar la posibilidad de 

audiovisual a las situaciones en las que es 
absolutamente esencial, ya sea por su na-
turaleza como un medio de comunicación 
(control editorial en materia de los conte-
nidos) o el carácter restringido de la activi-
dad debido a la falta de recursos (espectro 
radioeléctrico).

• Bajo estos lineamientos, una revisión del 
marco legal y de doctrina constitucional en 

-
ja el carácter idóneo de dichos principios 
para la preservación del derecho la infor-
mación y la garantía del pluralismo hasta la 
oferta de esparcimiento. En efecto, a partir 
del marco normativo vigente se encuentran 

de servicio público.
Sin embargo, aún es necesario para el país, 

satisfacción del principio de servicio público, 
así como los mecanismos más idóneos para 

propone en la presenta iniciativa legislativa 
un ajuste dentro de los límites asociados con la 
reserva gubernamental en materia de propuestas 

de la estructura orgánica del Estado colombiano.
1.3. Recomendaciones de política pública
En primer lugar, es evidente que se debe 

y de competencia del sector de tecnologías de 
la información y las comunicaciones y el sector 
de servicios de televisión. Avances alrededor 

en el Proyecto de ley número 148 Senado de 
2006 y se lograron parcialmente la Ley 1341 de 
2009. Sin embargo, en este último caso, como 
resultado de la Sentencia C-403 de 2010 de la 
Corte Constitucional, este avance parcial quedó 
reversado. Posteriormente, como resultado de la 
expedición de la Ley 1507 de 2012, la Comisión de 
Regulación de Comunicaciones desarrolló sendos 
estudios que señalaban los avances en el contexto 

regulatorio de los servicios de telecomunicaciones 
y de televisión.

Más recientemente, en el contexto internacional, 

materia de los desafíos de política y regulación 
alrededor de la convergencia tecnológica.6 Este 

en el aligeramiento de las condiciones de 
habilitación para la provisión de servicios 

6 OECD (2015). ¿Digital converge: policy and regulatory 
issues.¿ Working Party on Communication Infrastruc-
tures and Services Policy DSTI/IC CP/C ISP (2015)2.
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sujetos al fenómeno de convergencia, así como 
la consolidación de un régimen de regulación 
bajo el principio de neutralidad tecnológica. La 
OECD (2015) recomendó también la focalización 
de la regulación ex ante en asuntos estrictamente 

favorecer esquemas de regulación ex post permitan 
consolidar espacios de construcción idóneos para 
análisis de mercados consistentes con el contexto 
de la convergencia.

Complementariamente, la OECD (2015) 
resaltó los efectos positivos de organismos 
regula-torios convergentes en materia de 
televisión y telecomunicaciones, incluso en el 
componente de contenidos lo cual coincide con 
las recomendaciones que se plantearon para 
Colombia en la reciente revisión del sector TIC.

Particularmente, es clave dejar claro que la 
autora de la presente iniciativa legislativa es 
favorable a estas aproximaciones de convergencia 
institucional, más aun teniendo en cuenta la 
madurez del sector TIC en el país a partir de la 
expedición de la Ley 1341 de 2009, así como las 
necesidades ingentes del Estado colombiano por 
optimizar su tamaño en favor de la focalización 

necesario resaltar que este tipo de iniciativas están 
reservadas en el régimen constitucional y legal 
colombiano a la iniciativa gubernamental, lo cual 
no corresponde con las circunstancias del presente 
proyecto.

Teniendo en cuenta esta restricción de trámite 
legislativo, es evidente que el principio de 
separación entre redes y contenidos trae consigo la 
necesidad de administrar integralmente el acceso 
y uso de las redes de transmisión, sin importar 
los contenidos que por ella se difundan, en la 
Comisión de Regulación de Comunicaciones.

Muy probablemente, en un entorno de redes 
y sistemas ampliamente interrelacionados se 
requiere una combinación coherente de las 
políticas de regulación horizontal y vertical, 
así como de la política pública para promover 
las inversiones requeridas para el despliegue 
de esta infraestructura. En estas circunstancias 
sobresalen los Trade offs
estática (precios asequibles en el corto plazo) y la 

calidad precio en el mediano y largo plazo). Así 
mismo, el efecto conjunto de la aplicación de las 
disciplinas regulatorias horizontales y verticales, 
así como los incentivos de la política pública que 
se encuentran plasmados en la Ley 1341 de 2009, 
dependerá del encadenamientos de los efectos 
directos e indirectos de cada una de las medidas 
consideradas.

del régimen regulatorio de habilitación, redes 
y protección de usuarios entre los servicios 
de telecomunicaciones y hoy denominados 
de televisión por suscripción bajo el régimen 

integral de la Ley 1341 de 2009. De esta forma, 
se garantizará que las condiciones de entrada a 
la provisión de servicios TIC y de televisión por 
suscripción permitan que todas las infraestructuras 
propendan por el aprovechamiento de escenarios 
convergentes con el consecuente resultado 

Posteriormente, tal y como viene sucediendo 
en el sector de tecnologías de la información y 
las comunicaciones, es indispensable que las 
innegables condiciones de contestabilidad del 
mercado audiovisual traigan consigo la eliminación 
de barreras de entrada asociadas con los costos 
de concesión para los servicios de televisión por 
suscripción. Si bien, las condiciones intrínsecas 
de servicio público que traen los contenidos que 
se difunden a través de las redes de televisión por 
suscripción pueden hacer necesario preservar un 

obligaciones en relación con lo que se transmite, 
las posibilidades de participar en las rentas supra 
normales debidas a exclusividad en un contexto 

de entrada al mercado.
Es así como al ingresar al régimen de la Ley 

1341 de 2009, los hoy denominados servicios de 
televisión por suscripción entrarán al régimen de 
habilitación general y se someterán al respectivo 
régimen de contraprestaciones, en la medida que 

establecer tasas o derechos por la presentación 
del servicio que no estén asociadas a aspiraciones 
de interés general que distan bastante del que 

del funcionamiento del servicio de televisión de 
operación pública.

Esta circunstancia, como se ha expuesto también 
atrás, no es ajena a la experiencia internacional. 
Varios son los estudios que muestran que la 
reducción de los precios públicos asociados a la 
concesión de servicios de televisión por suscripción 
mejora ostensiblemente las condiciones para que 
estas redes desarrollen procesos de actualización 

acceso a Internet en banda ancha por estas redes.

condiciones competitivas en el mercado de 
televisión por suscripción debe venir acompañada 
de un endurecimiento del esquema de vigilancia y 
control, del régimen de protección de competencia 
y de protección a usuarios. Es inaceptable desde 
cualquier óptica que el fenómeno de subreporte, 
ampliamente reconocido en el servicio de 
televisión por suscripción desde 2006, siga 
causando estragos en múltiples dimensiones de 
la estructura sectorial. El subreporte constituye 
un problema endémico, que al ocultar la realidad 
del mercado disminuye el grado de pertinencia de 
cada medida regulatoria. Al mismo tiempo abre 
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espacios a la competencia desleal, hecho que sin 
duda termina impactando al consumidor.

En este sentido, en aplicación directa de la 
simetría regulatoria, las condiciones de reporte de 
información de suscriptores deberían seguir la línea 
de aquellas estipuladas para los proveedores de 
redes y servicios de telecomunicaciones por parte 
de la Comisión de Regulación de Comunicaciones. 
Así, es de esperarse que el ente encargado de la 
vigilancia y control cuente con información más 
precisa de las condiciones de demanda de los 
planes de televisión por suscripción, así como las 
dimensiones estratégicas del empaquetamiento de 
servicios.

Por otro lado, es indispensable establecer 
estrategias de supervisión para eliminar el 
fenómeno de subreporte. Desde la perspectiva 
de incentivos, el hecho que el Dane recopile 
información de acceso al servicio, del cual se 

base en la información inferida de la Gran Encuesta 
Integrada de Hogares para la toma de decisiones 

Dane un mayor nivel de precisión en las preguntas 

como el proveedor.
Por último, es indispensable reformular el 

nacional y regional. En el esquema vigente, la 
interpretación del literal g) del artículo 5° de 
la Ley 182 de 1995 ha desconocido su propia 
letra llevando a que el otorgamiento y prórroga 
de concesiones de televisión por suscripción 
imponga una contraprestación que en teoría (y a 
partir de cálculos poco conocidos), deba contribuir 

pública.
Habiendo brindado argumentos conceptuales y 

económicos que implican la pérdida de sustento 
para los cobros por otorgamiento de la concesión 
para la provisión de servicios de televisión 
por suscripción, es indispensable buscar 
consensos sobre mecanismos alternativos para 

residualmente funciones a la contraprestación 
periódica asociada con la concesión. Desde la 
perspectiva internacional, países que han asumido 
este esquema, como Estados Unidos, presentan 

y el 5% (ver FCC, 2016).
2. Análisis de la legislación colombiana
2.1. Régimen de prestación del servicio de 

televisión.

régimen de prestación del servicio de televisión 

condiciones de entrada al mercado audiovisual, 
particularmente en el segmento de televisión por 
suscripción. Complementariamente, los artículos 

35, 36 y 37 de la Ley 182 de 1995 brindan las 

televisión, así como su régimen de prestación del 
servicio. En este sentido, en aras de sintonizar 
la legislación con la dinámica tecnológica, estos 
preceptos deben ser actualizados para brindar 

particulares de la televisión de interés público y 
aquella provista por las comunidades organizadas.

En esta línea, los artículos 43, 45, 47, 48 y 
49 de la Ley 14 de 1991, así como los artículos 
41, 42, 43, 44 y 45 de la Ley 182 de 1995 deben 

al mercado de televisión por suscripción es la 
licitación pública y el contrato de concesión con 
su respectivo objeto y régimen tarifario, lo cual es 

y promoción de competencia en el presente 
proyecto de ley. Además, el artículo 21 de la Ley 

de televisión satelital requiere permiso previo lo 

de servicios de televisión.
Por otra parte, en cuanto a la televisión 

abierta nacional, actualmente sujeta el régimen 
concesional a través del mecanismo de licitación; 

servicios de televisión que se busca en la presente 
iniciativa legislativa, requiere derogar las 
condiciones previstas por los artículos 46, 47 y 48 
de la Ley 182 de 1995.

Así mismo, el régimen de protección de 
prácticas monopolísticas, establecido por los 
artículos 52, 54, 56 y 57 de la Ley 182 de 1995 

de la Junta de la Autoridad Nacional de Televisión, 

propuesta.
2.2. Régimen en materia de contenidos.
En materia de lineamientos de política pública 

en materia de contenidos, debe resaltarse que el 
artículo 29 de la Ley 182 de 1995 establece que 
salvo lo dispuesto en la Constitución y la ley, es 
libre la expresión y difusión de los contenidos de 
la programación y de la publicidad en el servicio 
de televisión, los cuales no serán objeto de censura 
ni control previo.

Adicionalmente, el artículo 30 (en sus apartes 
exequibles) de la Ley 182 de 1995 determina 
la garantía, alcance y procedimientos para el 

cuanto al debido cumplimiento de los principios 

de la Ley 335 de 1995 puede derogarse en la 

la presente iniciativa legislativa. Por su parte, el 
artículo 25 de la Ley 335 de 1996 (en su aparte 
exequible) reconoce que la actividad periodística 
gozará de protección para garantizar su libertad 
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e independencia profesional, por lo cual se debe 
garantizar su permanencia en la vida jurídica 
nacional. En esta línea, el artículo 10 de la Ley 
680 de 2001 debe permanecer vigente en la 
medida que estipula el principio de separación de 
información y publicidad.

Por su parte, el artículo 33 de la Ley 182 de 

de 2001, determina los porcentajes mínimos de 
programación de producción nacional para los 
proveedores del servicio de televisión abierta en 
todos sus ámbitos de cobertura, así como de los 
concesionarios de espacios de televisión. Esta 
materia no será regulada por la presente iniciativa 
legislativa.

patrimonio cultural, la identidad nacional y el 
trabajo de los artistas colombianos, el artículo 34 

1° de la Ley 680 de 2001 establece topes a la 
inversión extranjera en la provisión de servicios 
de televisión abierta radiodifundida, los cuales han 
prevalecido con el paso del tiempo y es pertinente 
conservar en el marco de política pública de 
servicios de televisión en el país.

En dimensiones más particulares, el artículo 
4° de la Ley 14 de 1991 establece la obligación 
de la protección al menor en materia de la 
responsabilidad de los medios de comunicaciones 
con este grupo poblacional. Más particularmente, 

lineamientos de las franjas aptas para todo público 
en cuanto a la protección de la integridad de los 
menores. Adicionalmente, el artículo 51 de la Ley 
182 de 1995 brinda la protección de los espacios 
asignados en la televisión abierta nacional 
(pública y privada) y regional a las asociaciones 
de consumidores debidamente reconocidas por la 

en la presente iniciativa legislativa.
Por su parte, los artículos 39 y 40 de la Ley 

14 de 1991, el artículo 49 de la Ley 182 de 1995, 

1996, junto con el artículo 17 de la Ley 335 de 
1996, así como los artículos 2°, 3°, 5°, 7° y 8° 
de la Ley 680 de 2001 deben permanecer en la 
vida jurídica pues introducen a la legislación 

de televisión, la cual aplica para aquellos 
espacios que componen la parrilla de emisión 
de contenidos de un canal público de televisión. 
Dada la importancia en términos de objetividad, 
transparencia y pluralismo informativo al interior 
de los canales de interés público, se hace necesario 

objetiva en el marco de los lineamientos generales 
de la contratación estatal.

Similarmente, el artículo 42 de la Ley 14 de 

derechos de emisión, producción y coproducción 

organizaciones regionales de televisión. Debido 
al interés público de esta programación, así como 
a la naturaleza jurídica de estas entidades, estos 
derechos de emisión deben contratarse a través de 
mecanismos objetivos y transparentes en el marco 
legal vigente de la contratación estatal.

En relación con el Canal del Congreso, el 
artículo 19 de la Ley 335 de 1996 establece la 
asignación de un canal de televisión para esta 
entidad con cubrimiento nacional.

2.3. Institucionalidad de la televisión pública
El artículo 9° de la Ley 14 de 1991 establece el 

objeto de la entidad encargada de la programación, 
producción y operación de la red de radio y 
televisión pública nacional (antes Inravisión y hoy 
RTVC). En este sentido, RTVC está encargada de 
la operación de los canales públicos nacionales 
Canal Institucional y Señal Colombia, y de la 
emisión del Canal UNO.

Complementariamente, los artículos 17 y 18 

funciones de la Junta Directiva del operador 
de radio y televisión pública nacional, mientras 

funciones del director ejecutivo de la entidad. 
Además, los artículos 60 y 62 de la Ley 182 de 

la Ley 335 de 1996, determinan la composición 
de la Junta Administradora del operador 
de televisión pública nacional, así como su 
naturaleza jurídica.

jurídica y objeto de las organizaciones regionales 
de televisión, conocidos coloquialmente como 
canales regionales se establece a través de 
los artículos 22 y 23 de la Ley 14 de 1991. 

entidades asociativas de derecho público del 
orden nacional organizadas como empresas 
industriales y comerciales del Estado y 
determina que el Gobierno nacional deberá 
reglamentar las condiciones generales que deben 
reunir las regiones para el establecimiento de 
Organizaciones Regionales de Televisión. Por 
su parte, los artículos 25, 27 y 28 de la Ley 14 
de 1991 establecen los órganos de dirección y 
administración de las organizaciones regionales 
de televisión, tales como su junta administradora 
y gerentes. En la medida que las connotaciones 
derivadas de la naturaleza jurídica de estas 
entidades persisten en la actualidad, no se 

iniciativa.
IV. PROPOSICIÓN

Por las anteriores consideraciones, me permito 
presentar ponencia positiva, solicitarle a la 
Comisión Sexta Constitucional Permanente del 
Senado de la República, aprobar el informe de 
ponencia y dar primer debate al Proyecto de ley 
número 21 de 2017 Senado, por la cual se actualiza 
la política pública y se ajusta la institucionalidad, 
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regulación, vigilancia y control y de protección de 
usuarios de servicios de televisión en un contexto 
de convergencia tecnológica

Cordialmente,

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 21 DE 2017 SENADO
por la cual se actualiza la política pública y se 
ajusta la institucionalidad, regulación, vigilancia 
y control, y de protección de usuarios de servicios 
de televisión en un contexto de convergencia 

tecnológica.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
CAPÍTULO I

Disposiciones y principios generales
Artículo 1°. Objeto. La presente ley actualiza el 

marco general para la formulación de las políticas 
públicas que rigen el servicio de televisión, así 
como ajusta la institucionalidad y el respectivo 
régimen de regulación, vigilancia y control, 
y de protección de los usuarios de servicios 
de televisión. Adicionalmente, se establecen 
los lineamientos generales en relación con la 
planeación, gestión, administración adecuada y 

provisión de servicios de televisión.
Parágrafo. El acceso a contenidos audiovisuales 

agrupados en un catálogo de programas, en un 
momento elegido por el usuario, que utilice como 
soporte redes y servicios de telecomunicaciones 
está excluido del régimen de la presente ley.

Artículo 2°. El servicio de televisión. La 
televisión es un servicio público bajo la titularidad, 
reserva, control y regulación del Estado, cuya 
provisión corresponderá, según los mecanismos 
previstos en la presente ley, a las entidades 
públicas, así como a los particulares con o sin 
ánimo de lucro, en los términos del artículo 365 
de la Constitución Política.

Este servicio de televisión está vinculado 
intrínsecamente a la opinión pública y a la 
cultura del país, como instrumento dinamizador 
de los procesos de información y comunicación 
audiovisuales.

Parágrafo 1°. Cualquier forma de emisión, 
transmisión, difusión, distribución de señales 
de audio y video en forma simultánea, sin 
responsabilidad editorial, destinada a ser 
recibida únicamente por personas autorizadas 
para su recepción y que utilice como soporte 

redes y servicios de telecomunicaciones, 
corresponde a la provisión de redes y servicios de 
telecomunicaciones por lo que le será aplicable 
el régimen asociado con la Ley 1341 de 2009, 

Regulación de Comunicaciones establecerá la 
respectiva denominación de estos servicios.

Parágrafo 2°. La generación de contenidos 
propios, con responsabilidad editorial, por 
los proveedores de redes y servicios de 
telecomunicaciones estará sometida a los 
lineamientos en materia de contenidos establecidos 
por el marco legal de servicios de televisión, así 

Nacional de Televisión como ente rector de la 
Autoridad Nacional de Televisión.

Parágrafo 3°. El Estado reconoce como 
industria las actividades nacionales de producción 
vinculadas al servicio de televisión y como tal, las 
estimulará y protegerá.

Artículo 3°. Fines y principios del servicio de 
televisión. El servicio de televisión tendrá como 

de entretenimiento, satisfaciendo el interés general 
y su preeminencia sobre el particular, de forma tal 
que garantice el pluralismo informativo, cultural y 
social, el fortalecimiento de la identidad nacional, 
regional y local, la formación democrática y 
participativa de los ciudadanos, y el acceso al 
conocimiento.

a los contenidos intrínsecos, se cumplirán con 
arreglo a los principios del artículo 2° de la Ley 
182 de 1995.

Parágrafo 1°. El Estado garantizará a los 
grupos étnicos el acceso permanente a la 
provisión de servicios de televisión, así como el 
acceso a los medios masivos de comunicación. 
Así mismo, el Estado fomentará la creación de 
medios de comunicación de grupos étnicos en sus 
diferentes modalidades con criterio de equidad, 
reconocimiento de la diferenciación positiva, la 
igualdad de oportunidades y justicia distributiva.

Parágrafo 2°. El Estado garantizará que los 
proveedores del servicio de televisión incluyan, 
en función del avance tecnológico, sistemas para 
facilitar el acceso de este servicio a las personas 
en situación de discapacidad auditiva, con base 

Autoridad Nacional de Televisión.
Artículo 4°. 

televisión. La Autoridad Nacional de Televisión 

servicio de televisión en función de los usuarios, 
de la orientación general de la programación y en 
función de su nivel de cubrimiento.

función de los usuarios, atiende a la destinación 
de las señales emitidas:
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1. Televisión abierta radiodifundida: Es aque-
lla en la cual la señal puede ser recibida 
libremente por cualquier persona, ubicada 
en el área de servicio. La provisión de este 
servicio exige la responsabilidad editorial, 
concebida como el control efectivo tanto 
sobre la selección de los programas como 
sobre su organización en un horario de pro-
gramación, por parte de su proveedor.

2. Televisión cerrada comunitaria: Es aquella 
en la que la señal, independientemente de 
la tecnología de transmisión utilizada, está 
destinada a ser recibida únicamente por 
personas debidamente autorizadas. Este 
servicio es provisto por las comunidades 
organizadas y su programación tiene un 
énfasis de contenido social y comunitario.

Para los efectos de esta ley, se entiende por 
comunidad organizada la asociación de derecho, 
sin ánimo de lucro, integrada por personas 
naturales residentes en un municipio o distrito o 
parte de ellos, en la que sus miembros estén unidos 
por lazos de vecindad o colaboración mutuos para 
operar un servicio de televisión comunitaria, con el 

solidarios, académicos, ecológicos, educativos, 
recreativos, culturales o institucionales.

Artículo 5°. Proveedor del servicio de 
televisión. Se entiende por proveedor de servicios 
de televisión la persona jurídica pública o privada, 
con o sin ánimo de lucro, que cuenta con acceso 
a las redes e infraestructura requeridas para la 
provisión de servicios de televisión en cualquiera 

artículo 4° de la presente ley, en virtud del Título 
Habilitante de Servicios de Televisión (THTV), o 
cualquier otro título concedido previamente por 
ministerio de la ley, por un contrato o por una 
licencia.

Todos los proveedores del servicio de televisión 
deberán tener capacidad de operar y tener acceso 
equitativo a todas las redes y plataformas de 
transmisión disponibles.

Las entidades públicas que provean servicios 
de televisión preservarán todas las condiciones 
particulares de habilitación.

Parágrafo 1°. El Estado colombiano conservará 
la explotación de al menos un canal múltiple digital 
o multiplex de cobertura nacional de televisión 

cultural cuya programación se orienta en general, 
a satisfacer las necesidades sociales, educativas, 

excluya satisfacer las necesidades recreativas e 
informativas.

Parágrafo 2°. El Estado colombiano se reserva 
la provisión del servicio de televisión abierta 
radiodifundida con cobertura regional a través 
de las organizaciones regionales de televisión en 
correspondencia con la ley.

Artículo 6°. Régimen de provisión de servicios 
de televisión. El régimen de provisión de servicios 

la Autoridad Nacional de Televisión (ANTV), en 
coordinación armónica con la Agencia Nacional 
de Espectro (ANE), y la Comisión de Regulación 
y Comunicaciones (CRC).

Parágrafo 1°. El régimen expedido por la 
Autoridad Nacional de Televisión (ANTV), 
deberá reconocer las condiciones particulares de 
los proveedores de televisión pública nacional 
y regional en correspondencia con la ley. En 
particular, el servicio de televisión a cargo de las 
entidades estatales será provisto en forma directa, 
mediante la programación, emisión y transmisión 
de canales de carácter educativo y cultural o 
mediante la programación, emisión y transmisión 
de programas en espacios reservados para su 
gestión directa o por cuenta de otras entidades de 
derecho público.

Parágrafo 2°. El régimen expedido por la 
Autoridad Nacional de Televisión (ANTV), 
deberá brindar condiciones particulares que 
promuevan el pluralismo y la sostenibilidad de 
la provisión de servicios de televisión por parte 
de las comunidades organizadas, las instituciones 
educativas, tales como colegios y universidades, 
fundaciones, corporaciones y asociaciones sin 
ánimo de lucro; para lo cual, dichos proveedores 
podrán acceder a fondos concursables del Fondo 
para el Desarrollo de la Televisión y los Contenidos 
(FNTV).

Artículo 7°. El servicio de televisión en 
casos de emergencia, conmoción o calamidad 
y prevención para dichos eventos. En casos 
de atención de emergencia, conmoción interna 
y externa, desastres, o calamidad pública, los 
proveedores de servicios de televisión deberán 
poner a disposición de las autoridades de manera 
gratuita y oportuna, las redes y servicios y darán 
prelación a dichas autoridades en la transmisión 
de las comunicaciones que aquellas requieran.

La Autoridad Nacional de Televisión (ANTV), 
dentro de los seis meses siguientes a la expedición 
de la presente ley reglamentará los términos y 
condiciones contingentes que deben cumplirse 
para el cumplimiento de lo establecido en el 
presente artículo.

CAPÍTULO II
Acceso a la provisión de servicios de televisión 

y a los recursos escasos
Artículo 8°. El Título Habilitante de Servicios 

de Televisión (THTV). A partir de la vigencia de la 
presente ley, la Autoridad Nacional de Televisión 
(ANTV), otorgará, a solicitud de parte, el Título 
Habilitante de Servicios de Televisión (THTV), 
a personas jurídicas debidamente establecidas 
en Colombia. El Título Habilitante de Servicios 
de Televisión (THTV), incluye la provisión de 
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televisión, en los términos del artículo 4° de la 
presente ley.

El Título Habilitante de Servicios de Televisión 
(THTV), es intransferible y comprende, a su vez, 
la autorización para la instalación, ampliación, 

de telecomunicaciones asociadas con la provisión 
del servicio de televisión, se suministren o no al 
público. La habilitación a que hace referencia el 
presente artículo no incluye el derecho al uso del 
espectro radioeléctrico.

El otorgamiento del Título Habilitante de 
Servicios de Televisión (THTV), causará una 
contraprestación periódica a favor del Fondo para 
el Desarrollo de la Televisión y los Contenidos 
(FNTV).

Parágrafo 1°. La Autoridad Nacional de 
Televisión (ANTV), reglamentará los requisitos 
a cumplir por parte de las personas jurídicas 
que soliciten el Título Habilitante de Servicios 
de Televisión (THTV), en cumplimiento de los 
principios de transparencia, no discriminación y 
celeridad administrativa, así como para garantizar 

del servicio de televisión postulados en la presente 
ley.

Parágrafo 2°. Los proveedores del servicio 
de televisión pública nacional y regional no 
requieren el THTV para la respectiva provisión de 
servicios de televisión en la medida que preservan 
sus condiciones habilitantes en correspondencia 
con la ley.

Artículo 9°. Término de duración del THTV. 
El Título Habilitante de Servicios de Televisión 

diez (10) años, el cual podrá prorrogarse a solicitud 
de parte por períodos iguales al plazo inicial.

La prórroga no podrá ser gratuita, ni automática. 
El interesado deberá manifestar en forma expresa 
su intención de prorrogar el Título Habilitante 
de Servicios de Televisión (THTV), con tres (3) 
meses de antelación a su vencimiento, en caso 
contrario, se entenderá como no prorrogado.

Artículo 10. Contraprestación periódica 
a favor del Fondo para el Desarrollo de la 
Televisión y los Contenidos (FNTV). Todos los 
proveedores de servicios de televisión pagarán 
la contraprestación periódica, estipulada en el 
artículo 8° de la presente ley, al Fondo para el 
Desarrollo de la Televisión y los Contenidos 
(FNTV), en igualdad de condiciones para el 

El valor de la contraprestación a cargo de los 

como un mismo porcentaje sobre sus ingresos 
brutos por concepto de la provisión de servicios 
de televisión y no podrá superar el 1.5%.

Parágrafo. Los proveedores del servicio de 
televisión pública nacional y regional están 
exentos de la presente contraprestación.

Artículo 11. Acceso al uso del espectro 
radioeléctrico. El uso del espectro radioeléctrico 
para la provisión de servicios de televisión se 
restringe a personas jurídicas debidamente esta-
blecidas en Colombia y requiere permiso previo, 
expreso y otorgado por el Ministerio de Tecnologías 
de la Información y las Comunicaciones, con 

habilitantes requeridas para el cumplimiento de 

El Ministerio de Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones adelantará mecanismos de 
selección objetiva, previa convocatoria pública, 
para el otorgamiento del permiso para el uso 
del espectro radioeléctrico para la provisión de 
servicios de televisión, teniendo en cuenta el 

principios de la presente ley.
Parágrafo 1°. Los permisos para el uso del 

espectro radioeléctrico para la provisión de 
servicios de televisión solo podrán ser cedidos 
previa autorización y regulación del Ministerio 
de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones, la cual deberá ser expedida en 
los seis meses siguientes a la entrada en vigencia 
de la presente ley.

Parágrafo 2°. El Ministerio de Tecnologías 
de la Información y las Comunicaciones 
reglamentará los requisitos a cumplir por parte de 
las personas jurídicas que soliciten permisos para 
el uso del espectro radioeléctrico en cumplimiento 
de los preceptos del artículo 72 de la Ley 1341 
de 2009, así como para garantizar el adecuado 

de televisión postulados en la presente ley. En este 
sentido, para el caso particular de los solicitantes 
de permisos de uso de espectro radioeléctrico 
para la provisión de servicios de televisión abierta 
radiodifundida, en el marco de los procesos de 
selección objetiva, la propuesta de programación 

propuesta económica.
Parágrafo 3°. Los proveedores del servicio 

de televisión pública nacional y regional están 
exentos del régimen de permisos de uso del 
espectro previsto en el presente artículo.

Artículo 12. Plazo y renovación de los 
permisos para el uso del espectro radioeléctrico. 
El permiso para el uso del espectro radioeléctrico 
para la provisión de servicios de televisión 

(10) años, el cual podrá renovarse a solicitud de 
parte por períodos que pueden extenderse hasta 
el plazo inicial. Por razones de interés público, o 
cuando resulte indispensable el reordenamiento 
nacional del espectro radioeléctrico, o para dar 
cumplimiento a las atribuciones y disposiciones 
internacionales de frecuencias, el plazo de 
renovación podrá ser inferior al plazo inicial.

El Ministerio de Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones, establecerá las condiciones 
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de la renovación, que tenga en cuenta el 

cumplimiento de los planes de expansión, la 
cobertura de redes y servicios y la disponibilidad 
del recurso, teniendo en cuenta los principios del 
artículo 75 de la Constitución Política, así como 

estipulados en el artículo 3° de la presente ley.
La renovación de los permisos de uso del 

espectro radioeléctrico para la provisión de 
servicios de televisión incluirá condiciones 
razonables y no discriminatorias que sean 
compatibles con el desarrollo tecnológico futuro 
del país, la continuidad del servicio y los incentivos 
adecuados para la inversión.

La renovación no podrá ser gratuita, ni 
automática. El interesado deberá manifestar en 
forma expresa su intención de renovar el permiso 
con tres (3) meses de antelación a su vencimiento, 
en caso contrario, se entenderá como no renovado.

Artículo 13. Contraprestación económica 
por la utilización del espectro radioeléctrico. 
La utilización del espectro radioeléctrico por 
los proveedores del servicio de televisión dará 
lugar a una contraprestación económica a favor 
del Fondo para el Desarrollo de la Televisión 
y los Contenidos (FNTV). El importe de esta 

por el Ministerio de Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones, con fundamento en criterios 
objetivos e intrínsecos a la naturaleza económica 
y rentabilidad asociada al servicio provisto sobre 
el espectro radioeléctrico.

La contraprestación económica de que trata 
este artículo deberá pagarse por el respectivo 
proveedor de servicios de televisión con ocasión 
del otorgamiento o renovación del permiso para la 
utilización del espectro radioeléctrico.

Parágrafo. Los proveedores del servicio de 
televisión pública nacional y regional están 
exentos de la contraprestación económica por la 
utilización del espectro radioeléctrico.

Artículo 14. Inhabilidades para acceder al 
Título Habilitante de Servicios de Televisión 
(THTV), y a los permisos para el uso del espectro 
radioeléctrico. No podrán acceder al Título 
Habilitante de Servicios de Televisión (THTV), ni 
tampoco obtener permisos para el uso del espectro 
radioeléctrico para la provisión de servicios de 
televisión, las personas jurídicas:

1. A quienes se les haya declarado la caduci-
dad de un contrato de concesión para pres-
tar cualquier servicio de telecomunicacio-
nes, incluido el de televisión.

2. A quienes por cualquier causal se les haya 
cancelado el contrato de concesión o la li-
cencia para prestar servicios o actividades 
de telecomunicaciones, incluidos los de 
televisión, así como el permiso para hacer 
uso del espectro radioeléctrico.

3. Que hayan sido condenadas en el país, o 

el Código Penal, salvo cuando se trate de 
delitos políticos o culposos.

4. Que no se encuentren al día con cualquiera 
de las entidades públicas del sector de Tec-
nologías de la Información y de las Comu-
nicaciones, incluido el de televisión.

Parágrafo. Las inhabilidades a que hacen 
referencia los numerales 1 y 2 del presente 
artículo, se extenderán por el término de cinco 
(5) años, contados a partir de la ejecutoria del 
acto administrativo que declaró la caducidad 
del contrato, la cancelación de la licencia, o del 
permiso o del contrato de concesión.

Artículo 15. Registro de proveedores del 
servicio de televisión. Los proveedores del servicio 
de televisión deberán registrar la información 
relevante de redes, habilitaciones, autorizaciones y 
permisos de uso de espectro radioeléctrico para la 
provisión del servicio de televisión, en el registro 
de TIC, creado por el artículo 15 de la Ley 1341 
de 2009. La no inscripción en el registro acarrea 
las sanciones a que haya lugar.

Deben inscribirse y quedar incorporados en 
el registro de TIC los proveedores de servicios, 
los titulares de permisos para el uso de recursos 
escasos, indicando sus socios; que deberán 
cumplir con esta obligación incluyendo y 
actualizando la información periódicamente. En el 
caso de las sociedades anónimas solo se indicará 
su representante legal y los miembros de su junta 
directiva.

Parágrafo. Todos los proveedores del servicio de 
televisión deberán inscribirse en el registro de TIC 
dentro de los noventa (90) días hábiles a partir de 
la vigencia de la reglamentación que sea expedida, 
sin perjuicio del cumplimiento de sus obligaciones 
en su calidad de proveedores y titulares, en 
particular del pago de contraprestaciones. En todo 
caso los nuevos proveedores deberán inscribirse 
de forma previa al inicio de operaciones.

CAPÍTULO III
Organización institucional

Artículo 16. Funciones de la Autoridad 
Nacional de Televisión. Las funciones de la 
Autoridad Nacional de Televisión (ANTV), 
creada por la Ley 1507 de 2012, son:

1. Diseñar e implementar, en materia exclusi-
va de habilitación y contenidos del servicio 
de televisión, las políticas, planes, progra-
mas y proyectos del sector de televisión.

2. Diseñar las políticas, planes y programas 
tendientes a incrementar y facilitar el acce-
so de los colombianos al servicio de televi-
sión.

3. Diseñar las políticas, planes y programas 
tendientes al fortalecimiento del servicio 
de televisión de interés público, social, 
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4. Diseñar las políticas, planes y programas 
tendientes al fortalecimiento de la industria 
de televisión colombiana.

5. Diseñar la política pública en materia de 
contenidos y protección del patrimonio 
cultural colombiano del servicio de televi-
sión en correspondencia con la ley.

y servicios de televisión para el adecuado 

la presente ley, en coordinación armónica 
con la Agencia Nacional de Espectro y la 
Comisión de Regulación de Comunicacio-
nes.

-
veedores de redes y servicios de televisión 

y principios de la presente ley, en particu-
lar para las condiciones de participación 
en los procesos de selección objetiva para 
el acceso al espectro radioeléctrico para 
la provisión de servicios de televisión en 
cabeza del Ministerio de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones.

-
ticas monopolísticas o de exclusividad so-
bre los derechos de transmisión de eventos 

transmitidos por todos los proveedores del 
servicio de televisión.

y otras actuaciones administrativas que 
comporten el pago de derechos, mediante 
el desarrollo de las operaciones de liquida-
ción, cobro y recaudo, de conformidad con 
la legislación vigente.

-
cio de televisión étnica y afrocolombiana a 

-
tiva para que a través de los entes que por 
mandato legal del artículo 35 de la Ley 70 
de 1993 se desarrollen procesos de etno-
educación.

11. Establecer las condiciones que deben cum-
plir los proveedores del servicio de televi-
sión para brindar una adecuada orientación 
de la programación a los usuarios.

12. Determinar franjas u horarios en los que 
deba transmitirse programación apta para 
niños o de carácter familiar.

número de horas de emisión diaria a los 

de garantizar su igualdad de competencia y 
-

cio de televisión.
14. Estructurar las estrategias pedagógicas 

para que la teleaudiencia familiar e infantil 
puedan desarrollar el espíritu crítico res-
pecto de la información recibida a través 
de la televisión.

15. Ejercer la representación internacional de 
Colombia en el campo de la televisión, en 
coordinación con el Ministerio de Tecnolo-
gías de la Información y las Comunicacio-
nes y el Ministerio de Relaciones Exterio-
res y bajo la dirección del Presidente de la 
República.

16.  Regir en correspondencia con la ley las 
funciones de inspección, vigilancia y con-
trol del régimen de contenidos en la provi-
sión de servicios de televisión.

17. Preparar en cuanto al régimen de habilita-
ción y de contenidos en la provisión de los 
servicios de televisión, los actos adminis-

continuación:
a) Ejercer la intervención del Estado en el 

sector de televisión, dentro de los límites y 

b) Establecer condiciones generales de ope-
ración y explotación comercial de redes y 
servicios de televisión y que no se encuen-
tren asignados por la ley a otros entes.

c) Expedir de acuerdo con la ley, los regla-
mentos, condiciones y requisitos para ha-
cer operativo el régimen de provisión de 
servicios de televisión.

d) Sancionar cuando haya lugar a quienes 
violen con la provisión de servicios de te-
levisión, las disposiciones constitucionales 

derechos de la familia y de los niños;
e) Asistir, colaborar y acompañar, en lo re-

lativo a las funciones de la Autoridad Na-
cional de Televisión, al Ministerio de las 
Tecnologías de la Información y las Comu-
nicaciones en la preparación y atención de 
las reuniones con los organismos interna-
cionales de telecomunicaciones en los que 
hace parte Colombia.

f) Asistir al Gobierno nacional en el estudio y 
preparación de las materias relativas a los 
servicios de televisión;

g) Expedir y administrar las contraprestacio-
nes que le corresponden por ley.

h) Velar por el desarrollo y fortalecimiento de 
la televisión pública.

i) Promover y desarrollar la industria de la 
televisión.

18. Promover y realizar estudios o investiga-
ciones sobre los contenidos del servicio de 
televisión. 

19. Responder ante el Congreso de la Repú-
blica y atender los requerimientos y cita-
ciones en materia de televisión que este le 
solicite a través de las plenarias y comisio-
nes.

20. Resolver las peticiones y quejas de los par-
ticulares o de las Ligas de Televidentes, le-
galmente establecidas sobre el contenido y 
calidad de la programación, la publicidad 
de los servicios de televisión y, en general, 
sobre la cumplida prestación del servicio 
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por parte de los operadores, concesionarios 
de espacios de televisión y los contratistas 
de televisión regional.

21. Dictar su propio reglamento y las demás 
que le sean asignadas en la ley.

Parágrafo. La Autoridad Nacional de 

administrativa y planta de personal para el 
adecuado cumplimiento de estas funciones, 
respetando los lineamientos del inciso 3° del 
artículo 2° de la Ley 1507 de 2012.

Artículo 17. Funciones de la Junta Nacional 
de Televisión. Las funciones de la Junta Nacional 
de Televisión, creada por la Ley 1507 de 2012, 

por el adecuado cumplimiento de los preceptos 
constitucionales y legales de los contenidos 
difundidos a través de los servicios de televisión 

servicio de televisión, establecidos en el artículo 
3° de la presente ley.

En este sentido, son funciones de la Junta 
Nacional de Televisión:

1. Aprobar y dirigir las políticas, planes, pro-

numerales 1, 2, 3, 4 y 5 del artículo 16 de la 
presente ley.

2. Aprobar, administrar y velar por el estricto 
cumplimiento de los regímenes referidos 
en los numerales 6, 7, 8 y 9 del artículo 16 
de la presente ley.

3. Aprobar, reglamentar e implementar las 
medidas pertinentes para el cumplimiento 
de las funciones 10, 11, 12, 13, 14, 15 y 16 
del artículo 16 de la presente ley.

4. Expedir los actos administrativos de la Au-
toridad Nacional de Televisión a los que 
hace referencia el numeral 17 del artículo 
16 de la presente ley.

5. Autorizar a la Autoridad Nacional de Te-
levisión para celebrar contratos de fomen-
to con operadores públicos, a efectos de 
transferirle la propiedad, el uso o el goce 
de bienes o recursos que se destinarán a la 
provisión del servicio de televisión y a ga-

-
mo, el pluralismo informativo y la compe-
tencia.

6. Otorgar el Título Habilitante de Servicios 
de Televisión (THTV), así como adjudicar 
las concesiones de espacios de televisión 
de conformidad con la ley.

7. Vigilar el pleno ejercicio de los derechos 
de información y de la comunicación, así 
como el cumplimiento de la responsabili-
dad social de los medios de comunicación, 
los cuales deberán contribuir al desarrollo 
social, económico, cultural y político del 
país y de los distintos grupos sociales que 
conforman la nación colombiana; así como 
sancionar, de conformidad con las normas 
del debido proceso y con el procedimiento 

previsto en la ley, las conductas que aten-
ten contra su adecuado cumplimiento.

8. Sancionar, de conformidad con las normas 
del debido proceso y con el procedimien-
to previsto en la ley, a los proveedores del 
servicio de televisión, a los concesionarios 
de espacios de televisión y a los contra-
tistas de las organizaciones regionales en 
ejercicio de las funciones de inspección, 
vigilancia y control sobre el régimen de ha-
bilitación y de contenidos de la Autoridad 
Nacional de Televisión.

9. Reglamentar de modo general las condi-
ciones y requisitos que deben cumplir los 
acuerdos que celebren los concesionarios 
de espacios de televisión y los contratistas 

más limitaciones que las derivadas de la 
voluntad mayoritaria de los mismos y del 
respeto de los derechos que los amparan, 
el carácter y la modalidad de los espacios 
de que son titulares, la franja de audiencia, 
los horarios de emisión y la duración de los 
programas, entre otros.

10. Establecer las condiciones para que las or-
ganizaciones regionales de los que hagan 
parte entidades territoriales de zonas de 
frontera puedan asociarse, en condiciones 
de reciprocidad y observando los acuerdos 
y tratados internacionales de integración y 
cooperación, con entidades territoriales del 
país vecino, para la prestación del servicio 
público de televisión.

11. Reglamentar las veedurías ciudadanas en 
materia de la prestación del servicio de te-
levisión, así como la promoción y fomento 
de las mismas.

12. Promover y reglamentar lo atinente a la 
participación ciudadana en los temas que 
puedan afectar al televidente, especialmen-
te lo referido al control de contenidos au-
diovisuales.

-
rrollar el objeto y las funciones de la Auto-
ridad Nacional de Televisión.

14. Responder ante el Congreso de la Repú-
blica y atender los requerimientos y cita-
ciones en materia de televisión que este le 
solicite a través de las plenarias y Comisio-
nes.

15. Aprobar el proyecto de presupuesto anual 
de la Autoridad Nacional de Televisión que 
le sea presentado por el Director, de con-
formidad con la ley.

16. Determinar la planta de personal de la Au-
toridad Nacional de Televisión, creando, 
suprimiendo o fusionando los cargos nece-
sarios para su buena marcha, de conformi-
dad con la ley.

17. Adoptar los manuales, estatutos y regla-
mentos internos de la Autoridad Nacional 
de Televisión, de conformidad con la ley.
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18. Ejercer las demás funciones necesarias 
para el cumplimiento de los objetivos de 
la Autoridad Nacional de Televisión, que 
no estén expresamente asignadas a otra de-
pendencia de la misma.

Artículo 18. Funciones del Fondo para el 
Desarrollo de la Televisión y los contenidos 
(FNTV). El Fondo para el Desarrollo de la 
Televisión y los Contenidos (FNTV), creado 
por el artículo 16 de la Ley 1507 de 2012, tiene 
por objeto promover y fortalecer la provisión de 
servicios de televisión de interés público tanto por 
los proveedores del servicio de televisión pública 
nacional y regional como por las comunidades 
organizadas.

En este sentido, el Fondo para el Desarrollo de 
la Televisión y los Contenidos (FNTV), tendrá las 
siguientes funciones:

1. Financiar planes, programas y proyectos 
para promover la televisión de interés pú-
blico con cobertura nacional, regional y lo-
cal.

2. Financiar planes, programas y proyectos 
-

visión.
3. Financiar proyectos innovadores de pro-

ducción de contenidos propios por parte 
de las comunidades organizadas, las insti-
tuciones educativas, tales como colegios y 
universidades, fundaciones, corporaciones 
y asociaciones sin ánimo de lucro.

4. Financiar el funcionamiento de la Auto-
ridad Nacional de Televisión (ANTV), y 
apoyarla económicamente en el mejora-
miento de su capacidad administrativa, 
técnica y operativa para el cumplimiento 
de sus funciones, en especial las de inspec-
ción, vigilancia y control de los servicios 
de televisión.

5. Rendir informes técnicos y estadísticos en 
los temas de su competencia a la Autori-
dad Nacional de Televisión (ANTV), y a la 
Junta Nacional de Televisión.

6. Realizar auditorías y estudios de impacto 

-
sos asignados.

Artículo 19. Otros recursos del Fondo para 
el Desarrollo de la Televisión y los contenidos 
(FNTV). Además de lo señalado en los artículos 
10 y 13 de la presente ley, son recursos del 
Fondo para el Desarrollo de la Televisión y los 
Contenidos:

1. Las multas y sanciones pecuniarias im-
puestas por la Autoridad Nacional de Tele-
visión.

2. El monto de los intereses sobre obligacio-
nes a su favor.

como consecuencia de las inversiones rea-
lizadas con sus propios recursos, de con-
formidad con las disposiciones legales y 
reglamentarias sobre la materia.

4. En reconocimiento de la convergencia 
tecnológica, de la posibilidad de acce-
so al servicio de televisión en múltiples 

que al sector de tecnologías de la infor-
mación y las comunicaciones le genera 
el espectro de dividendo digital, los re-

Tecnologías de la Información y las Co-
municaciones, como resultado de la esti-

televisión pública, tomando como base el 
porcentaje de contraprestación estableci-
do en el artículo 10 de la presente ley, el 

los lineamientos del artículo 36 de la Ley 
1341 de 2009.

5. Los que se destinen en el presupuesto ge-
neral de la nación, los cuales deben ser 
compatibles con la importancia de la te-
levisión de interés público, social, educa-

socioeconómico del país.
6. Los demás ingresos que reciba a cualquier 

título, así como el producto o fruto de sus 
bienes.

7. Los demás que le asigne la ley.
Los criterios y procedimientos para la 

transferencia de recursos desde el Fondo 
de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones al Fondo para el Desarrollo de 
la Televisión y los Contenidos, a la cual hace 
mención el numeral 4 del presente artículo, serán 
reglamentados por el Ministerio de Tecnologías 
de la Información y las Comunicaciones dentro 
de los seis meses siguiente a la expedición de la 
presente ley.

Artículo 20. Competencia de la Agencia 
Nacional de Espectro. De conformidad con lo 
establecido en la Ley 1341 de 2009 y el Decreto-
ley 4169 de 2011, la Agencia Nacional del 
Espectro (ANE), es responsable de la planeación, 
atribución, vigilancia y control del espectro 
radioeléctrico para la provisión de servicios 
de televisión. En consonancia con lo anterior, 
suprímanse las expresiones “Con excepción de 
lo dispuesto en artículo 76 de la Constitución 
Política” en los artículos 17, 18, 26 y 28 de la Ley 
1341 de 2009.

Artículo 21. Competencia de la Superin-
tendencia de Industria y Comercio. En virtud de 
lo dispuesto en la Ley 1340 de 2009, el régimen 
integral de protección de la competencia en la 
provisión de servicios de televisión, así como la 
garantía del adecuado cumplimiento del régimen 
de protección de usuarios de los servicios de 
televisión, es competencia exclusiva de la 
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Superintendencia de Industria y Comercio, en 
su rol de autoridad única de competencia.

CAPÍTULO IV
Disposiciones varias

Artículo 22. Entrada de nuevos proveedores 
del servicio de televisión. La entrada de nuevos 
proveedores del servicio de televisión, es la 
modalidad abierta radiodifundida, se hará 
exclusivamente en transmisión digital. Sin 
embargo, los nuevos proveedores del servicio 
de televisión abierta, si así lo desean, podrán 
determinar los procedimientos o acuerdos de 

en pleno cumplimiento de los lineamientos 
establecidos en la materia por la Comisión de 
Regulación de Comunicaciones.

Artículo 23. Prioridad de programación 
del proveedor de televisión pública nacional. 
El proveedor del servicio de televisión pública 
nacional RTVC, o quien haga sus veces, se 
dedicará exclusivamente a la programación del 
servicio de televisión y radiodifusión sonora de 

cultural.
En tal sentido, dentro de los doce meses 

siguientes a la expedición de la presente ley, 

la concesión de la red pública de radio y televisión, 
que responda, entre otros, al avance tecnológico 
que requiere la implementación de la Televisión 
Digital Terrestre (TDT), así como la Televisión 
Directa al Hogar en modalidad social (DTH 
social) y que se adapte a la misión del Estado de 
promover el derecho a la información, la libertad 
de expresión y el pluralismo informativo.

Parágrafo. Las organizaciones regionales de 

de incorporar su infraestructura de red dentro de la 
concesión de la red pública de radio y televisión.

Artículo 24. Comercialización de 
programación de RTVC
la gestión del proveedor del servicio de televisión 
pública nacional, se autoriza la comercialización, 
hasta en un 30% del total de su programación 
anual, en temas relacionados con la naturaleza 

Para el caso de la comercialización de 
programación de RTVC se aplicará la normatividad 
existente para los proveedores del servicio 
televisión abierta radiodifundida nacional, sin 
perjuicio del objeto de la televisión de interés 
público, social, educativo y cultural.

Artículo 25. Financiación de las 
organizaciones regionales de televisión. Las 
organizaciones regionales de televisión pública 
accederán con base en criterios objetivos y 
directamente asociados con la calidad de la 
programación, a los recursos del Fondo para el 
Desarrollo de la Televisión y Contenidos (FNTV), 

creado por la Ley 1507 de 2012, de conformidad 
con la reglamentación que para el efecto expida la 
Autoridad Nacional de Televisión (ANTV).

La emisión de señales de televisión digital 
terrestre por parte de las organizaciones regionales 
de televisión se hará exclusivamente a través de la 
concesión de la red pública de radio y televisión 
que se menciona en el artículo 23 de la presente 
ley.

No obstante lo anterior, los gastos de funciona-
miento de las organizaciones regionales de 
televisión serán asumidos por los recursos 
propios y los aportes que realicen las entidades 
territoriales socias de los mismos, para lo cual se 
autoriza a dichas organizaciones a comercializar 
sus espacios.

Parágrafo. La Autoridad Nacional de 

seis meses la estructura organizacional mínima 
de las organizaciones regionales de televisión, 

cumplir con los siguientes requisitos y calidades:
1. Ser ciudadano colombiano, de preferencia 

oriundo de la región.
2. Acreditar título universitario.
3. Acreditar título de posgrado homologable 

con experiencia mínima de tres (3) años en 
cargos directivos del sector público o pri-
vado, la cual debe ser adicional a la reque-
rida en el numeral 4 del presente artículo.

4. Adicionalmente tener experiencia mínima 
de tres (3) años en el sector de televisión, 
ciencia, cultura o educación.

El Director será designado por los miembros 
de la Junta Administradora de la organización 
regional de televisión para un período institucional 
de dos años reelegibles.

Artículo 26. Provisión del servicio de 
televisión por comunidades organizadas. Cuando 
el servicio de televisión de cobertura local, con 
énfasis en programación de contenido social 
y comunitario sea provisto por comunidades 
organizadas, tales proveedores podrán participar 
bajo condiciones objetivas en concursos de 
incentivos a la programación comunitaria con 
recursos del Fondo para el Desarrollo de la 
Televisión y los Contenidos (FNTV), los cuales 
serán reglamentados por la Autoridad Nacional 
de Televisión (ANTV), dentro de los seis meses 
siguientes a la expedición de esta ley.

Artículo 27. Retransmisión de las señales 
de televisión abierta radiodifundida. Con 

informativo, los proveedores de redes y 
servicios de telecomunicaciones que distribuyan 
contenidos audiovisuales, deberán incluir en su 
oferta de programación, sin cobro alguno a sus 
suscriptores, la señal digital del canal principal de 
los proveedores del servicio de televisión abierta 
radiodifundida, en los niveles de cobertura que 
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Para el cumplimiento de la presente obligación 
aplicará la disciplina regulatoria de “must-carry” sin 
que exista ningún tipo de remuneración incluyendo 
aquella por concepto de derechos de autor y conexos.

No obstante, los costos asociados con la 
infraestructura de retransmisión serán asumidos 
exclusivamente por los proveedores de redes y 
servicios de telecomunicaciones que distribuyan 
contenidos audiovisuales.

Artículo 28. Ventanilla única para la 

integrado de los derechos de autor y conexos. 
El pago de derechos de autor y conexos por parte 
de los proveedores de servicios de televisión, así 
como de los proveedores de redes y servicios de 
telecomunicaciones que distribuyen contenidos 
audiovisuales, se hará a través de la ventanilla 
única, creada por el artículo 47 del Decreto-ley 19 

constituida para el manejo de esta ventanilla 
única deberá, dentro de los dos meses siguientes 
a la expedición de la presente ley, adelantar los 
trámites pertinentes para facilitar el pago de los 
derechos de autor y conexos por los proveedores a 
los que hace referencia el presente artículo.

CAPÍTULO V
Régimen de infracciones y sanciones

Artículo 29. Disposiciones generales del 
régimen de infracciones y sanciones. Las 
infracciones a las normas en materia de los 
regímenes de habilitación y de contenidos en la 
provisión de servicios de televisión, darán lugar a 
la imposición de sanciones legales por parte de la 
Autoridad Nacional de Televisión, salvo cuando 
esta facultad sancionatoria esté asignada por ley o 
reglamento a otra entidad pública.

Por las infracciones que se cometan, además 
del autor de las mismas, responderá el titular de la 
concesión, licencia, título, permiso o autorización, 
por acción u omisión en relación con aquellas.

Artículo 30. Infracciones. Sin perjuicio de 
las infracciones y sanciones previstas en otras 

este ordenamiento las siguientes:
1. Incumplimiento de alguno de los princi-

pios del servicio de televisión previstos en 
el artículo 3° de la presente ley.

de las comunicaciones.
3. Provisión de servicios de televisión en for-

ma distinta a lo previsto en la ley.
4. Incumplimiento de las obligaciones deri-

vadas de las concesiones, licencias, títulos, 
permisos y autorizaciones.

5. Abstención de presentar a las autoridades 
la información requerida o presentarla de 
forma inexacta o incompleta.

6. Subreporte de los ingresos brutos o de los 
elementos que los generan.

7. Incumplimiento en el pago de las contra-
prestaciones previstas en la ley.

8. Violación del régimen de inhabilidades, in-
compatibilidades y prohibiciones previsto 
en la ley.

-
nicos esenciales y el incumplimiento de los 

10. Cualquiera otra forma de incumplimiento 
o violación de las disposiciones legales, re-
glamentarias o contractuales o regulatorias 
en materia de servicios de televisión.

Parágrafo. La utilización del espectro 
radioeléctrico para servicios de televisión sin el 
correspondiente permiso o en forma distinta a 
las condiciones de su asignación, constituye una 
infracción que será sancionada por el Ministerio de 
Tecnologías de la Información y las Comunicaciones.

Artículo 31. Sanciones, criterios y 
procedimiento general
régimen de sanciones del sector de tecnologías 
de la información y las comunicaciones, las 

el procedimiento general a ser aplicado por el 
Ministerio de Tecnologías de la Información y 
las Comunicaciones, así como por la Autoridad 
Nacional de Televisión (ANTV), en materia de 

artículos 65, 66 y 67 de la Ley 1341 de 2009, y las 

CAPÍTULO VI
Régimen de transición, vigencia y 

derogatorias
Artículo 32. De las concesiones, licencias, 

títulos, permisos y autorizaciones. Los 

en los términos establecidos con anterioridad 
a la fecha de entrada en vigencia de la presente 
ley, podrán mantener sus concesiones, licencias, 
títulos, permisos y autorizaciones hasta por el 
término de los mismos, bajo la normatividad 
legal que los sustenta, y con efectos solo para 
estas concesiones, licencias, títulos, permisos 
y autorizaciones. De ahí en adelante a dichos 
proveedores se les aplicarán los regímenes de 
habilitación y acceso al espectro radioeléctrico 
derivados de los planteamientos de la presente ley.

La decisión de dichos proveedores de acogerse 
a los regímenes de habilitación derivados de la 
presente ley, lo cual conlleva necesariamente 
la terminación anticipada de las respectivas 
concesiones, licencias, permisos y autorizaciones, 
no genera derechos a reclamación alguna, ni el 
reconocimiento de perjuicios o indemnizaciones 
en contra del Estado o a favor de este.

A los proveedores del servicio de televisión que 
se acojan al régimen de habilitación de la presente 
ley, se les renovarán los permisos para el uso de 
los recursos escasos de acuerdo con los términos 
respectivos de su concesión, licencia, permiso 
o autorizaciones. Vencido el anterior término 
deberán acogerse a lo estipulado en el Capítulo II 
de la presente ley.
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En las concesiones, licencias, permisos y 
autorizaciones del servicio de televisión vigentes 
al momento de expedición de la presente ley, la 
reversión solo implicará que revertirán al Estado 
las frecuencias radioeléctricas asignadas para la 
prestación del servicio concedido. La reversión 
de frecuencias no requerirá de ningún acto 
administrativo especial.

En todo caso todos los nuevos proveedores de 
servicios de televisión se sujetarán a lo establecido 
en la presente ley.

Artículo 33. Vigencia y derogatorias. La 
presente ley rige a partir de la fecha de su 
promulgación y regula de manera integral el 
sector de televisión.

A partir de la expedición de la presente ley, 
debe entenderse que las referencias a la Comisión 
Nacional de Televisión en los artículos 25, 26, 29, 
30, 31, 32, 33, 34, 49, 51, 53, 55, 60 y 62 de la 
Ley 182 de 1995, en los artículos 5°, 6°, 10, 12, 
14, 16, 17, 18 y 19 de la Ley 335 de 1996; en los 
artículos 1°, 2°, 4°, 5°, 7°, 8°, 9° de la Ley 680 
de 2001 hacen alusión a la Autoridad Nacional de 
Televisión creada por la Ley 1507 de 2012.

Sin perjuicio del régimen de transición 
previsto en esta ley, quedan derogadas todas las 
disposiciones que le sean contrarias y, en especial, 
los artículos 3° (inciso 4°), 43 45, 47, 48, 49, 51 y 
53 de la Ley 14 de 1991; los artículos 3°, 4°, 5°, 
6°, 7°, 8°, 9°, 10, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 
21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 35, 36, 37, 41, 42, 
43, 44, 45, 46, 47, 48, 52, 54, 56, 57, 59, 61 y 63 
de la Ley 182 de 1995; los artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 
8°, 9°, 13, 15 y 16 (solo el parágrafo 2°), 20, 21 y 
24 de la Ley 335 de 1996; la Ley 506 de 1999; los 
artículos 5°, 6°, 7°, 8° y 11 de la Ley 680 de 2001; 
así como los artículos 3°, 6°, 10, 11, 12, 13, 14 y 
15 de la Ley 1507 de 2012.

esta. Además, las excepciones y derogatorias sobre 

derogatoria.
* * *

PONENCIA PARA PRIMER DEBATE  
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 36  

DE 2017 SENADO
por medio de la cual la Nación rinde honores a la 
memoria del líder indígena Manuel Quintín Lame 
Chantre al cumplirse 50 años de su fallecimiento y 

se dictan otras disposiciones.
Bogotá, D. C., septiembre 19 de 2017
Honorable Senador
IVÁN LEONIDAS NAME
Presidente Comisión Segunda
Senado de la República
En cumplimiento del encargo hecho por la Mesa 

Directiva de la Comisión Segunda Constitucional 

Permanente del Senado de la República, procedo a 
presentar ponencia para primer debate al Proyecto 
de ley número 36 de 2017 Senado, por medio de 
la cual la Nación rinde honores a la memoria del 
líder indígena Manuel Quintín Lame Chantre al 
cumplirse 50 años de su fallecimiento y se dictan 
otras disposiciones.

ANTECEDENTES
La presente iniciativa la radiqué el día 27 

calendado del 17 de agosto fui designado por 
la Mesa Directiva de la Comisión Segunda del 
Senado como ponente del proyecto.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Historia de vida
De padre nasa y madre polindara1, Manuel 

Quintín Lame Chantre nació en lo que hoy es el 
resguardo de Polindara2 el 26 de octubre de 1883. Su 
niñez transcurre en las muy precarias condiciones en 
que vivían los indígenas cuyo trabajo era explotado 
por los hacendados, sus decisiones impuestas por 
los políticos regionales y muchos de sus asuntos 
manejados por la iglesia católica.

Autodidacta, aprendió a leer y escribir por su 
propio esfuerzo, lo que le permitió adquirir un 
conocimiento empírico del derecho y apropiarse 
de las herramientas jurídicas necesarias para 
desarrollar su activismo en defensa de los 
territorios, gobiernos y cultura indígena, y en su 
propia defensa ya que fue acusado más de 150 
veces, y fue encarcelado más de un centenar de 
veces, la mayor parte en detención preventiva, 
sumando 18 años en las cárceles del país.

Son diversas las facetas que podemos destacar 
de Manuel Quintín Lame.

•  Como activista de los derechos de los indí-
genas, se propuso luchar contra el terraje3, 
aquella forma de servidumbre que mante-

haciendas, desconectados de sus comuni-
dades y de la vivencia de sus propias for-
mas de organización social, económica y 
cultural.

1 En el texto “Con dignidad, legitimidad y armonía los Po-
lindara tras las huellas de nuestros ancestros
que doña Dolores Chantre era oriunda del resguardo an-
cestral Polindara, parte baja del resguardo, y que junto a 
don Mariano Lame, venido de Tierradentro, eran terraje-
ros de la Hacienda San Isidro y otras.

2 Polindara es un resguardo indígena del municipio de Totoró, 
constituido mediante Resolución del Incora número 010 del 
10 de abril de 2003, y está ubicado a una hora de Popayán. 
Alrededor de 1.000 familias conforman este pueblo indíge-
na, siendo la base de su economía la agricultura, a pesar de 
que tan solo cuentan con 2.222 hectáreas de tierra.

3 El terraje era una forma de sometimiento económico, 
cultural y político. Los indígenas tenían que pagar el de-
recho a vivir en una parcela concedida por los hacenda-
dos que se habían apropiado de sus tierras ancestrales, a 
cambio de lo cual entregaban trabajo gratuito varios días 
al mes o una parte de su cosecha.



Página 20 Miércoles, 20 de septiembre de 2017 GACETA DEL CONGRESO  807

•  Como defensor de los derechos indígenas 
su objetivo fue la recuperación de los terri-

los títulos de los resguardos entregados por 
la corona española, eran anteriores a las 
escrituras que entregaban la propiedad de 
la tierra a los terratenientes, así como a las 
leyes que la protegían. Propone entonces la 
existencia de un derecho mayor y más an-

indios por sus tierras, por cuanto las habían 
poseído siempre. Se opone decididamente 
a la disolución y extinción de los resguar-
dos permitidos por ley a comienzos del si-
glo XX.

En 1910 fue nombrado “Jefe, representante 
y defensor general” de los cabildos de Pitayó, 
Jambaló, Toribio, Puracé, Poblazón, Calibio y 
Pandiguando. Luego de salir del Cauca concentró 
sus esfuerzos en la reconstitución del Gran 
resguardo de Ortega y Chaparral, amparándose 
principalmente en recursos de orden legal y 
jurídico, al lado de Eutiquio Timoté y José 
Gonzalo Sánchez.

-
camente la realidad del tiempo que vivió, 
llegando a convertirse en referente cultural 
de los pueblos indígenas; sostuvo que las 
leyes colombianas eran subversivas porque 
trastocaban el orden natural de las cosas, 
según el cual las tierras debían ser de quie-
nes las habían ocupado y trabajado desde 
siempre. Su producción intelectual giró 

indígena y el rechazo de la discriminación 
racial y cultural en contra de los indígenas 
por parte de los poderes públicos, la igle-
sia y los terratenientes, que los veían como 
símbolo del atraso, la ignorancia y la bar-
barie.

Su ideario se condensa en la recuperación 
de la tierra, la restauración de los cabildos y 
resguardos, y el rescate de la dignidad de los 
indígenas, llegando a proponer que los indios 
llevaran a las corporaciones públicas su propia 
gente, sin depender de los partidos tradicionales. 
En defensa de mi raza, Las luchas del indio que 
bajó de la montaña al valle de la civilización, Los 
pensamientos del indio que se educó dentro de las 
selvas colombianas, son sus obras más conocidas. 
La mayor parte de la obra de Quintín Lame se 
encuentra dispersa en decenas de proclamas y 
cientos de memoriales.

• Como líder encabeza la resistencia indí-
gena por el no pago del terraje y contra la 
pérdida de los territorios ancestrales, im-
pulsando la organización de los indígenas 
en distintas regiones, como en el Cauca, 
Tolima, Huila, Nariño, alto Putumayo.

Con la Ley 89 de 1890 en la mano logra 
para 1913 que su movimiento se consolide en 
Polindara, San Isidro, Totoró, Paniquitá, Pisojé, 

A ellos se unirían las parcialidades de Togoima, 
Avirama, Suin, Chinas, Lame, Mosoco y otros 
que se oponían al despojo territorial de los 
Resguardos en la región de Tierradentro. Luego se 
militarizó la región y Quintín Lame viaja a Bogotá 
buscando que sus reclamos sean escuchados lo 
cual no ocurre. Regresa entonces para liderar la 
que se denominó La Quintiniada con el propósito 
de organizar la que llamaron la “República 
Chiquita” de la cual sería su cacique general4. 
Es tomado preso varias veces en el Cauca por lo 
que pasó al Tolima donde los lamistas fundaron el 
Sindicato Indígena Nacional eligiéndolo entre sus 
representantes.

• Como educador puso en evidencia las for-
mas de producción de pensamiento propio, 
la estrecha relación entre conocimiento y 
naturaleza, concibiendo una educación 
propia que debía transformar la realidad. 
Para Quintín Lame lo fundamental de la 
educación se da en la práctica de la trans-
formación de la realidad y no en los libros, 
como lo planteó en varias ocasiones5. Con-
tribuyó en este crucial tema, aportando ele-
mentos conceptuales y metodológicos que 
nutrieron las propuestas sobre educación 
bilingüe e intercultural en las décadas si-
guientes6.

Como maestro desarrollaba su labor de 
formación política organizativa alrededor del 
fogón, donde se recreaba la cultura y se trasmitía 
el conocimiento tradicional, pero donde también 
se apropiaban herramientas legales para defender 
su cultura y reclamar sus derechos.

En 1967 muere Quintín Lame en la extrema 
pobreza en Ortega, Tolima, donde los poderes 
locales impidieron su entierro en el cementerio 
municipal, razón por la cual es sepultado en la 
zona rural del cerro Avechucho, a tres kilómetros 
de Ortega.

Su legado es recogido a escasos años de 
su muerte por los pueblos indígenas que 
comenzaron en el Cauca un proceso organizativo 
y reivindicativo que subsiste hasta hoy. Es así 
como en 1971 se crea la organización indígena 
del Cauca, retomando enseñanzas de líderes 
como La Gaitana, Juan Tama y Manuel Quintín 

político, muchos de los cuales fueron banderas de 

4 Luz Ángela Núñez. Manuel Quintín Lame. Palabras al 
Margen. Pág. web

5 Luis Guillermo Vasco Uribe. Quintín Lame y la intercul-
turalidad 

6 “Otra de las fuentes que han alimentado nuestra cons-
trucción curricular es el pensamiento del líder Indígena 
Manuel Quintín Lame en la forma integrada como él 
pensaba la relación que existe entre la naturaleza, el saber 
y la educación…” ¿Qué pasaría si la escuela...?” Progra-
ma de educación bilingüe e intercultural. CRIC 2004.
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Manuel Quintín Lame y el movimiento lamista: 
Recuperar las tierras de los resguardos, ampliar 
los resguardos, fortalecer los cabildos indígenas, 
no pagar terrajes, hacer conocer las leyes sobre 
indígenas y exigir su justa aplicación; defender la 
historia, lengua y costumbres indígenas; formar 
profesores indígenas para educar de acuerdo con 
la situación de los indígenas y en su respectiva 
lengua.

Su pensamiento ilustró también la partici-
pación de los indígenas en la constituyente 
que desembocó en la carta política de 1991, 
rompiendo con la concepción etnocéntrica y la 
práctica integracionista que había marcado los 
siglos anteriores, para reconocernos como una 
nación multiétnica y pluricultural:

“A partir del estudio de aspectos de su 
obra tales como la heterogeneidad textual 
y discursiva, que integra discursos sobre lo 
pedagógico, lo histórico, lo religioso, lo jurídico 

indígena, encabalgado también en una situación 
de interculturalidad, ha logrado con su ejemplo, 
su lucha, su doctrina, incidir en la transformación 
de la estructura social, jurídica, ideológica del 

luchas reivindicativas que en los años setenta 
y ochenta condujeron a la conformación de 
organizaciones regionales indígenas y luego a 
la organización a nivel nacional, así como en la 

país diverso y plural en lo étnico, lo lingüístico y 
lo cultural”7.

A solo 50 años de su muerte, que se cumple 
el 7 de octubre, debemos reconocer el poco 
interés de la sociedad nacional por mantener 
viva su memoria. Cuando estamos empeñados 
en recuperar la historia de los procesos que nos 
marcaron fatalmente por más de medio siglo, y 
que no queremos volver a repetir, su pensamiento 
cobra especial vigencia no solo para los pueblos 
indígenas sino para los colombianos en general. 
Así lo expresaba Quintín Lame:

 “Hoy no tengo opiniones políticas, ningún 
indígena puede tenerlas, ahora la bandera ni es 
roja ni azul: es blanca, muy blanca, como debe 
ser la justicia y como es la paz”.

Hemos reiterado en distintas ocasiones y 
escenarios que la construcción de paz en esta 
nación donde quepamos todos, debe pasar por 
el respeto y el reconocimiento del “otro”, el 
querer realmente conocer, entender y valorar lo 
que ese “otro” dice y hace; este era uno de los 
afanes de Manuel Quintín y en eso puso todo su 

lo posible y más, para mostrar la discriminación 
que desconocía al otro diferente, y reclamar su 
reconocimiento como un igual.

7 

historia. Fabio Gómez Cardona. Revista Historia y Espa-
cio. Universidad del Valle. 2012.

El Congreso colombiano, a través de esta ley de 
honores, recupera para la memoria de las presentes 
y futuras generaciones, el aporte y coherencia 

sociales del siglo XX en la región latinoamericana 
y en la nación colombiana. Bien podríamos decir 
que este reconocimiento se integra a la reparación 
histórica que la nación colombiana adeuda a los 
pueblos indígenas del país.

Conceptos
Se solicitó concepto de constitucionalidad y 

pertinencia de la iniciativa a los Ministerios de 
Hacienda, Cultura y Educación, a la fecha de 
presentación de esta ponencia solo se ha recibido 
respuesta de Hacienda y Educación.

Min Hacienda. Resalta que la realización de 

de ley, dependerá de la priorización que de los 
mismos realice cada una de las entidades o sectores 
involucrados del nivel nacional, pues el Congreso 
solo tiene la facultad de autorizar el gasto público, 
razón por la cual es necesario que el articulado 
relacionado con la participación de la Nación se 
conserve en términos de “autorícese”. En el texto 
del articulado y en la exposición de motivos se 

relación con lo conceptuado por esta cartera.
Min Educación. Señala que el artículo 3° 

podría vulnerar el principio de descentralización, 
esto en el sentido que el servicio público 
educativo ha sido descentralizado territorialmente 
en los niveles de preescolar, básica y media, por 

educación son las responsables de administrar 

su jurisdicción y el personal docente y directivo 
docente que allí labore, sin embargo, no se entiende 

hace referencia es para temas administrativos, 
más no de contenidos programáticos, razón por la 
cual no se acoge este argumento. 

El otro argumento esbozado por esta cartera, en 
relación con los artículos 3º y 5º reza:

“Por todo lo anterior, la identidad étnica 
y cultural y la no discriminación, hacen parte 
de la apuesta del MEN hacia el análisis de 
acontecimientos desde la pluralidad, por lo que 
no es pertinente crear incorporaciones aisladas 
que generan contradicciones con la política 
educativa del Ministerio de Educación Nacional 
para el área de las ciencias sociales.

Una vez explicado lo anterior, este Ministerio 
considera que las disposiciones contenidas en los 
artículos 3° y 5° del presente proyecto de ley no 
son convenientes para el sector educativo, por 
cuanto dichos artículos centran sus esfuerzos 
en el reconocimiento y valoración del legado de 
Manuel Quintín Lame Chanté, dejando de lado la 
integralidad que tienen las ciencias sociales para 
que el estudiante se apropie de conceptos, analice 
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fenómenos, asuma posturas críticas y comprenda 
la realidad social en la que vive.

(…)
De esta forma podemos ilustrar que la 

enseñanza y el aprendizaje de las ciencia 
sociales en los diferentes grados se imparte de 
manera integral, sin centralizar los contenidos 
programáticos en personajes destacados de 
cada siglo. Es por esta razón que todas las 
políticas, programas y documentos emitidos 
por el Ministerio de Educación Nacional 
relacionados con el área, se encuentran 
articulados para que den cuenta de los nuevos 
enfoques con los que se aborda el aprendizaje 
ante los nuevos retos de la educación y los 
cambios en la sociedad (…)”.

Continúa el concepto señalando que acorde a los 
estándares básicos de competencias y los derechos 
básicos de aprendizaje del Estado colombiano se 
tienen directrices claras para reconocer el legado 
que dejaron los líderes y próceres de la historia 
colombiana, relacionando los contenidos para 
los grados 4, 5, 8 y 9, sin embargo, no se logra 

aportes que dejaron a nuestra Nación los líderes 
indigenistas, pues debemos resaltar que Colombia 
como un Estado pluriétnico y multicultural debe 
garantizar el conocimiento y entendimiento de 
las diferentes culturas, así como enseñar las 
contribuciones que han hecho a la construcción de 
la nación colombiana; por esta razón no se acogen 
los argumentos esbozados por la cartera.

Señala además el Ministerio claridad en 
relación a las expresiones “capítulo relativo” y 
“culturalidad”, ambas contenidas en el artículo 5º.

La primera parte del artículo sobre la inclusión 
de un capítulo relativo al carácter multicultural 
y pluriétnico de la Nación colombiana hace 
referencia a los lineamientos curriculares que debe 
enseñárseles a los estudiantes en los diferentes 
grados, si el Ministerio de Educación considera 
conveniente que este contenido sea desarrollo 
de la materia de ciencias sociales, se incluirá en 
el articulado que dicha cartera reglamentará la 
materia.

Se aclara además que la otra expresión es 
“interculturalidad”, por lo cual debe entenderse 

española: i) que concierne a la relación entre 
culturas, ii) común a varias culturas.

Marco jurídico: constitucional, legal y 
jurisprudencial

De acuerdo con el artículo 150 de la 
Constitución Política, corresponde al Congreso 
hacer las leyes y por medio de ellas ejerce las 
siguientes funciones: (...)

15. Decretar honores a los ciudadanos que 
hayan prestado servicios a la Patria.

El artículo 70 de la Constitución Política 
señala en su inciso 2° que la cultura en sus 

diversas manifestaciones es fundamento de la 
nacionalidad. El Estado reconoce la igualdad y 
dignidad de todas las que conviven en el país. El 
Estado promoverá la investigación, la ciencia, el 
desarrollo y la difusión de los valores culturales 
de la Nación.

Teniendo en cuenta que esta iniciativa no 
tienen el carácter impositivo a un gasto, o el 

mediano plazo, por lo cual el proyecto que aquí 
se propone resulta ajustado a lo dispuesto en el 
artículo 7° de la Ley 819 de 2007 y sobre este 
aspecto abundante jurisprudencia determina que 
la simple autorización de un gasto, no afecta el 
Marco Fiscal de Mediano Plazo.

De conformidad con los artículos 345 y 346 de la 
Constitución Política, resulta claro que ningún gasto 
podrá hacerse siempre que no haya sido decretado 
por el Congreso, en consecuencia la jurisprudencia 
ha indicado que en tratándose de autorizaciones 
al Gobierno nacional para que incluya una partida 
presupuestal, no resultan imperativas, por el 
contrario es potestativo del Gobierno incluirla o no 
en el Presupuesto General de la Nación.

Así mismo, el principio de legalidad del gasto 
público supone la existencia de competencias 
concurrentes, aunque separadas, entre los órganos 
legislativo y ejecutivo; al legislativo la ordenación 
del gasto propiamente dicha y al ejecutivo la 
decisión libre y autónoma de su incorporación en el 
Presupuesto General de la Nación, de manera que 
ninguna determinación que adopte el Congreso en 
este sentido puede implicar una orden imperativa 
al ejecutivo para que incluya determinado gasto 
en la ley anual de presupuesto, so pena de ser 
declarada inexequible.

En relación con el tema de las leyes de honores, 

establece las siguientes reglas particulares que 
debe cumplir este tipo de leyes.

grupo de reglas particulares acerca de la naturaleza 
jurídica de las leyes de honores, las cuales pueden 
sintetizarse del modo siguiente:

1. La naturaleza jurídica de las leyes de hono-
res se funda en el reconocimiento estatal a 
personas, hechos o instituciones que mere-
cen ser destacadas públicamente, en razón 

que interesan a la Constitución. Como lo 
ha previsto la Corte, las disposiciones con-
tenidas en dichas normas “exaltan valores 
humanos que por su ascendencia ante la 
comunidad, han sido considerados como 
ejemplo vivo de grandeza, nobleza, hidal-
guía y buen vivir, y por ello se les pone 
como ejemplo ante la posteridad”.

2. Contrario a como sucede con la actividad 
legislativa ordinaria del Congreso, las le-
yes de honores carecen de carácter general 
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y abstracto, agotándose en su expedición 
de manera subjetiva y concreta, respecto 
de la persona, situación o institución objeto 
de exaltación. En términos de la jurispru-
dencia reiterada, esta clase de leyes, debe 
anotarse, producen efectos particulares sin 
contenido normativo de carácter abstracto. 
Desde el punto de vista material, no crean, 

-
cas objetivas y generales que le son propias 
a la naturaleza de la ley, pues simplemente 
se limitan a regular situaciones de orden 
subjetivo o singulares, cuyo alcance es 
únicamente la situación concreta descrita 

-
nidamente a una multiplicidad de hipótesis 
o casos. || Estas leyes se limitan entonces, 
como lo dice el artículo 150, numeral 15 
de la Constitución vigente, a “decretar ho-
nores a los ciudadanos que hayan prestado 
servicios a la patria” y de manera algu-
na pueden desprenderse de su contenido, 
efectos contrarios a su origen, o interpreta-
ciones diversas que se aparten del sentido 
de la ley.

3. El legislador puede adoptar diversas ac-
ciones para exaltar o asociar a la Nación 
a la persona, situación u organización ob-
jeto del decreto de honores, de manera tal 
que las categorías avaladas por la Corte 
solo tienen carácter enunciativo. Con todo, 

-
currentes de leyes de honores, a saber (i) 
leyes que rinden homenaje a ciudadanos; 
(ii) leyes que celebran aniversarios de mu-
nicipios colombianos; y (iii) leyes que se 
celebran aniversarios de instituciones edu-
cativas, de valor cultural, arquitectónico o, 
en general, otros aniversarios.

Sea esta la oportunidad de conmemorar la 
memoria del pensador, activista y líder indígena 
Manuel Quintín Lame Chantre y exaltar su 
trayectoria de vida como ejemplo de dignidad y 
tenacidad, así como su valiosa contribución al 
carácter pluriétnico y multicultural de la nación, 
declarando el 26 de octubre como Día de la 
diversidad étnica y cultural Manuel Quintín Lame, 
por ello pongo en consideración de los honorables 
miembros de la comisión segunda constitucional 
la siguiente,

MODIFICACIONES PARA PRIMER 
DEBATE

Se incluirá un parágrafo al artículo 5º de la 

reglamente la presente iniciativa legislativa.
PROPOSICIÓN

Apruébese en primer debate el Proyecto de 
ley número 36 de 2017 Senado, por medio de la 
cual la Nación rinde honores a la memoria del 
líder indígena Manuel Quintín Lame Chantre al 
cumplirse 50 años de su fallecimiento y se dictan 
otras disposiciones.

 A consideración de los honorables Congresistas,

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 36 DE 2017 SENADO
por medio de la cual la Nación rinde honores a la 
memoria del líder indígena Manuel Quintín Lame 
Chantre al cumplirse 50 años de su fallecimiento 

y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. La nación de Colombia honra la 

memoria del pensador, activista y líder indígena 
Manuel Quintín Lame Chantre y exalta su 
trayectoria de vida como ejemplo de dignidad y 
tenacidad, así como su valiosa contribución al 
carácter pluriétnico y multicultural de la Nación, 
declarando el 26 de octubre como Día de la 
diversidad étnica y cultural Manuel Quintín Lame.

Artículo 2º. Radio y Televisión de Colombia 
(RTVC), producirá un documental para televisión 
y radio, que será transmitido por el Canal 
Institucional y Señal Colombia y la Radio 
Difusora Nacional, sobre su trayectoria de 
vida y sus aportes a la nación colombiana. Este 
documental será distribuido entre las instituciones 

Artículo 3º. El Ministerio de educación nacional 
velará porque en los curriculum escolares de 
historia se recupere la memoria de este destacado 
líder y su liderazgo en defensa de la identidad 
étnica y cultural y por la no discriminación

Artículo 4º. La emisión próxima que se haga 
de uno de los billetes o monedas del Banco de la 

indígena Manuel Quintín Lame Chantre.
Artículo 5º. En todos los establecimientos 

educativos de preescolar, básica y media de 

un capítulo relativo al carácter multicultural 
y plutiétnico de la nación colombiana y a la 
interculturalidad como forma de relacionamiento 
entre las diferentes culturas de la nación, en el 
marco de la Ley 1732 de 2015 correspondiente a 
la implementación de la Cátedra de La Paz, y el 
decreto que la reglamenta.

Parágrafo: El Gobierno nacional a través del 
Ministerio de Cultura reglamentará esta materia en 
un plazo no superior a seis (6) meses contados a 
partir de la entrada en vigencia de la presente ley.

Artículo 6º. Autorícese al Gobierno nacional 
y al Congreso de Colombia para rendir honores 
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públicos al líder indígena Manuel Quintín Lame 
Chantre, en una ceremonia especial que se realizará 
en territorio indígena de los actualmente resguardos 
de Polindara y Quintana, Cauca, y cuya fecha y 
hora serán programados por las Mesas Directivas 
del Congreso de la República, con la presencia del 
señor Presidente de la República y los Ministros 
del Interior, Educación, TIC, Cultura.

Artículo 7º. Autorícese al Gobierno nacional, 
para que apropie recursos dentro del Presupuesto 
General de la Nación y en concurrencia con el 
departamento del Cauca para la construcción del 
Centro de memoria y pensamiento Manuel Quintín 
Lame Chantre que se construirá en el resguardo de 
Polindara.

Artículo 8º. Autorícese al Gobierno para que en 
cumplimiento y de conformidad con los artículos 
288, 334, 341 y 345 de la Constitución Política y 
las establecidas en la Ley 715 de 2001, incorpore 
dentro del Presupuesto General de la Nación, las 

cumplimiento a la presente ley.
Artículo 9º. Esta ley rige a partir de la fecha de 

su promulgación.
A consideración de los honorables Congresistas,

* * *

INFORME DE PONENCIA PARA 
SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE 

LEY NÚMERO 50 DE 2017 SENADO

116, el numeral 2 del artículo 140, se deroga el 
artículo 117 del Código Civil y se dictan otras 

disposiciones.
I. ANTECEDENTES DE LA INICIATIVA
La presente iniciativa legislativa fue radicada 

el pasado 26 de julio de 2017 ante la Secretaría 
General del Senado de la República por los 
honorables Senadores Honorio Miguel Henríquez 
Pinedo, Ernesto Macías Tovas, Jaime Amín 
Hernández y Álvaro Uribe Vélez; le correspondió 
para este trámite legislativo el número 50 de 2017 
en Senado y se publicó en la Gaceta del Congreso 
número 630 de 2017.

Por disposición de la Mesa Directiva de la 
Comisión Primera Constitucional Permanente del 
Senado de la República fui designada, mediante Acta 
MD-04, para rendir informe de ponencia en primer 
debate ante esta célula legislativa. Dicha ponencia 
fue radicada el 24 de agosto del 2017 y publicada en 
la Gaceta del Congreso número 730 de 2017.

En ese sentido, el 12 de septiembre de 2017 
fue aprobado en primer debate en la Comisión 
Primera Constitucional Permanente del Senado 

articulado.
II. OBJETO

El presente proyecto de ley tiene por objeto 

140 y derogar el artículo 117 del Código Civil, 
que regulan la capacidad y consentimiento para 
el matrimonio, eliminando del Código Civil la 
posibilidad de contraer matrimonio con persona 
menor de 18 años. Además, pretende crear la 
política pública encaminada a sensibilizar y 
divulgar los efectos, causas y consecuencias de 
contraer matrimonio o uniones maritales de hecho 
con menores de 18 años.

III. PRECEDENTE LEGISLATIVO
La presente iniciativa legislativa había sido 

radicada inicialmente en el año 2015 siendo liderada 
por el Senador Honorio Miguel Henríquez Pinedo, 
en coautoría con los honorables Senadores de la 
bancada del Centro Democrático: María del Rosario 
Guerra, Alfredo Ramos Maya, Daniel Cabrales, 
Thania Vega de Plazas, Ernesto Macías, Susana 
Correa, Fernando Araújo y Álvaro Uribe Vélez.

En ese entonces, le correspondió el número 06 
de 2015 en el Senado y se publicó en la Gaceta 
del Congreso número 525 de 2015. El proyecto 
fue remitido a la Comisión Primera Constitucional 
Permanente del Senado de la República, y se designó 
como ponente para primer debate al Senador Jaime 
Alejandro Amín Hernández, quien rindió informe 
ante esta célula legislativa como consta en la Gaceta 
del Congreso número 758 de 2015.

Durante la discusión en primer debate, 
la Mesa Directiva de la Comisión Primera 
Constitucional Permanente del Senado de la 
República creó una comisión accidental para 
que estudiara y consensuara este proyecto de 
ley, conformada por los honorables Senadores: 
Viviane Aleyda Morales Hoyos, Claudia Nayibe 
López Hernández, Roosvelt Rodríguez Rengifo, 
Germán Varón Cotrino y Jaime Alejandro Amín 
Hernández, quienes en su informe formularon 
una serie de recomendaciones. No obstante, lo 
anterior, el proyecto de ley fue archivado por 
tránsito de legislatura.

IV. CONTENIDO DE LA INICIATIVA
El presente proyecto de ley cuenta con seis (6) 

artículos, entre ellos el de la vigencia.
PROYECTO DE LEY NÚMERO 06 DE 2015 

SENADO

116, el numeral 2 del artículo 140, se deroga el 
artículo 117 del Código Civil y se dictan otras 

disposiciones.
Artículo 1º. Objeto. La presente ley tiene como 
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artículo 140 y derogar el artículo 117 del Código 
Civil, que regulan la capacidad y consentimiento 
para el matrimonio, eliminando del Código Civil 
la posibilidad de contraer matrimonio con persona 
menor de 18 años y se crea la política pública 
encaminada a sensibilizar y divulgar, causas y 
consecuencias de contraer matrimonio o uniones 
maritales de hecho con menores de 18 años.

Artículo 2º. El artículo 116 del Código Civil 
quedará así:

Artículo 116. Capacidad para contraer 
matrimonio. Tendrán capacidad para contraer 
matrimonio solo las personas mayores de 18 años.

Artículo 3º. Deróguese el artículo 117 del 
Código Civil.

Artículo 4º. El numeral 2 del artículo 140 del 
Código Civil quedará así:

Artículo 140. Causales de nulidad. El 
matrimonio es nulo y sin efecto en los casos 
siguientes:

2. Cuando se ha contraído por persona menor 
de 18 años.

Artículo 5º. Promoción, divulgación y 
sensibilización. El Gobierno nacional, bajo la 
coordinación del Ministerio de Educación, se 
encargará de diseñar y ejecutar una política pública 
con el apoyo de los entes territoriales, encaminada 
a sensibilizar y divulgar los efectos, causas y 
consecuencias de contraer matrimonio o uniones 
maritales de hecho con menores de 18 años.

Parágrafo. El Ministerio de Educación elaborará 
un informe anual de rendición de cuentas sobre 
la ejecución de la política pública, el cual será 
remitido al Congreso de la República dentro de 
los primeros diez (10) días del segundo periodo 
de cada legislatura.

Artículo 6º. La presente ley rige a partir de su 
promulgación y deroga las disposiciones que le 
sean contrarias.

El autor del presente proyecto de ley adoptó 

por la comisión accidental, creada por la Mesa 
Directiva de la Comisión Primera, y cuyos 

Por lo tanto, es menester indicar las conside-
raciones emitidas por dicha comisión accidental 
en los siguientes términos:

toda 
vez que en el marco de las recomendaciones de 
la Comisión Accidental se consideró que debía 
derogarse el artículo 117 del Código Civil y 
adicionarle la expresión “y se dictan otras 
disposiciones”, debido a que se adiciona un 
artículo nuevo que pretende diseñar y ejecutar 
una política pública.

En el articulado del objeto del proyecto, se 
eliminó la expresión “en” y se cambia por la 
expresión “con”, debido a que la primera deja 
abierta la posibilidad de interpretar que la 

restricción es para los matrimonios contraídos 
entre dos menores de edad y no con menores de 
18 años, es decir, donde uno de los contrayentes o 
los dos, sean menores de edad.

Se deroga el artículo 117, toda vez que al 

artículo 140 del Código Civil, resulta inocuo 

Se incorpora dentro del objeto del proyecto de ley 
el diseño y ejecución de una política pública como 
base fundamental para que exista un verdadero 
cambio cultural en torno a la nocividad que implica 
contraer matrimonio con menores de 18 años.

La Comisión Accidental consideró que, para 
lograr un mayor impacto en la sociedad, debía 
diseñarse una estrategia de política pública 
que permita dar a conocer los efectos, causas y 
consecuencias de contraer matrimonio o uniones 
maritales de hecho con menores de 18 años.

de la República haga seguimiento anual al estado 
de ejecución de la política pública, por medio del 
ente coordinador, que para el caso concreto será 
el Ministerio de Educación.

V. FUNDAMENTOS JURÍDICOS
La Constitución Política reconoce los derechos 

fundamentales de los niños en su artículo 441. 
Adicionalmente, advierte que los niños “Gozarán 
también de los demás derechos consagrados en 
la Constitución, en las leyes y en los tratados 

El Constituyente de 1991 decidió hacer expresa, 
para el caso de los menores, la regla general según 
la cual “la enunciación de los derechos y garantías 
contenidos en la Constitución y en los convenios 
internacionales vigentes, no debe entenderse como 
negación de otros que, siendo inherentes a la 

En Sentencia C-5072 de 2004, la Corte 
Constitucional manifestó que “vistos el origen 

1 Artículo 44. Son derechos fundamentales de los niños: 
la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social, 
la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, 
tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado 
y amor, la educación y la cultura, la recreación y la libre 
expresión de su opinión. Serán protegidos contra toda 
forma de abandono, violencia física o moral, secuestro, 
venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y 
trabajos riesgosos. Gozarán también de los demás dere-
chos consagrados en la Constitución, en las leyes y en 

familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de 
asistir y proteger al niño para garantizar su desarrollo ar-
mónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos. 
Cualquier persona puede exigir de la autoridad compe-
tente su cumplimiento y la sanción de los infractores. Los 
derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de 
los demás. Constitución Política de Colombia. Tomado 

-
ma1.jsp?i=4125, agosto 19 de 2017.

2 Sentencia C-507 de 2004, M. P. doctor Manuel José Ce-
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histórico de la regla, el desarrollo legislativo de las 
normas sobre capacidad para contraer matrimonio 
y consideraciones doctrinarias al respecto, concluye 
la Corte que el numeral 2 del artículo 140 del Código 
Civil consagra una norma, proveniente del derecho 
romano, cuyo contenido (1) es diferencial respecto 
de hombres y mujeres; (2) establece una menor edad 

únicamente a la pubertad; (3) la diferencia no tiene 

libertad. Además, (4) la norma establece una causal 
de nulidad del matrimonio para los menores de las 

de dichas edades no están amparados por esta norma 
sino que se rigen por el artículo 117 del Código Civil 
ya juzgado por la Corte y otras normas sobre quién 
puede solicitar la nulidad, en qué momento y en qué 
condiciones”.

VI. JUSTIFICACIÓN
De conformidad con nuestro ordenamiento 

jurídico3, es capaz para obligarse la persona 
mayor de 18 años y son capaces relativos los 
mayores de 14 años. Bajo esos supuestos, los 
menores adultos entre 14 y 18 años solo serían 
capaces para contraer ciertas obligaciones, y 
serían nulos sus demás actos.

Los menores de edad no pueden ser vinculados 
libremente a la vida laboral, ni son aptos para 
participar en las decisiones políticas (votar). Por lo 
anterior, pierde todo fundamento que se autorice a 
menores de edad para contraer matrimonio, cuando 
no pueden vincularse a la vida laboral, ejercer sus 
derechos como ciudadanos ni obligarse.

De acuerdo con la Unicef, el matrimonio infantil 

informal antes de los 18 años4, y es una realidad para 
los niños que afecta de manera desproporcionada a 
las niñas, porque los padres optan por casar a sus 
hijas a edades tempranas por varios motivos. Por 
ejemplo, las familias pobres consideran que las 
niñas son una carga económica y casarlas resulta 
una medida de supervivencia, otros piensan que el 
matrimonio a una edad temprana protege a la niña 
ante al peligro de sufrir agresiones sexuales, o le 
procura la protección de un tutor varón.

La discriminación por motivo de género puede 
ser también otro de los motivos subyacentes: a las 

peda Espinosa. Honorable Corte Constitucional. veinti-
cinco (25) de mayo de dos mil cuatro (2004).

3 Código Civil colombiano, artículo 117. Permiso para el 
Matrimonio de Menores. Los menores de la edad expre-
sada no pueden contraer matrimonio sin el permiso ex-
preso, por escrito, de sus padres legítimos o naturales. Si 
alguno de ellos hubiere muerto, o se hallare impedido para 
conceder este permiso, bastará el consentimiento del otro. 
Vigente. Tomado de 

, agosto 19 de 2017.
4 -

asegurar la docilidad y obediencia en el hogar del 
esposo y maximizar su reproducción.

El matrimonio precoz puede tener 
consecuencias muy perniciosas para las niñas, 
como, por ejemplo:

Abandono de la educación: una vez casadas, 
las niñas tienden a dejar la escuela.

Problemas de salud: los embarazos prematuros 
aumentan la tasa de mortalidad infantil y derivada de 
la maternidad. Las niñas adolescentes son también 
más vulnerables al contagio de enfermedades de 

5.
Malos tratos: es habitual en los matrimonios 

precoces. Además, las jóvenes que se niegan a casarse 
o que eligen a un compañero para el matrimonio 
contra el deseo de sus progenitores, a menudo son 
castigadas o incluso asesinadas por sus familias. Es 
lo que se conoce como “asesinatos por honor”.

Las pruebas indican que las niñas que se casan 
temprano abandonan a menudo la educación 

maternas relacionadas con el embarazo y el parto 
son un componente importante de la mortalidad 
de las niñas de 15 a 19 años en todo el mundo, lo 
que representa 70.000 muertes cada año (Unicef, 
Estado Mundial de la Infancia, 2009).

Si una madre tiene menos de 18 años, el riesgo 
de que su bebé muera en el primer año de vida 
es de un 60% más que el de un bebé nacido de 
una madre mayor de 19 años (Unicef, Estado 
Mundial de la Infancia, 2009). Incluso, si el niño 
sobrevive, tiene más probabilidades de sufrir bajo 
peso al nacer, padecer de desnutrición, y tener 
un desarrollo físico y cognitivo tardío (Unicef, 
Estado Mundial de la Infancia de 2009).

Las esposas menores de edad corren el riesgo de 
sufrir actos de violencia, de abuso y de explotación 
(Unicef, Estado Mundial de la Infancia, 2009). 
Por último, el matrimonio infantil a menudo trae 
consigo la separación de la familia y los amigos, y 
la falta de libertad para participar en actividades de 

5 -
mana. Es el virus que puede causar el síndrome de inmu-

-
cia de otros virus, el cuerpo humano no puede eliminarlo 
completamente, ni siquiera con tratamiento. Por lo tanto, 
si contrae el VIH, lo tendrá de por vida. El VIH ataca el 

-
lulas CD4 (células T), que lo ayudan a luchar contra las 
infecciones. Si no se trata, el VIH reduce la cantidad de 
células CD4 (células T) del cuerpo, lo cual hace que la 
persona tenga más probabilidades de contraer otras infec-
ciones o de tener cánceres relacionados con infecciones. 
Con el tiempo, el VIH puede destruir tantas de estas célu-
las que el cuerpo pierde su capacidad de luchar contra las 
infecciones y las enfermedades. Las infecciones oportu-
nistas o cánceres se aprovechan del sistema inmunitario 
muy débil y son señal de que la persona tiene SIDA, que 
es la última etapa de la infección por el VIH. Tomado de 

, 
agosto 19 de 2017.
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la comunidad, lo que podría tener consecuencias 
importantes sobre la salud mental de las niñas y su 
bienestar físico.

Cuando se produce el matrimonio infantil, 
funciona como una norma social. Casarse con 
niñas menores de 18 años de edad tiene sus 
raíces en la discriminación de género, y alienta el 
embarazo prematuro y sin espaciamiento; también 
fomenta la preferencia por la educación del varón.

El derecho a elegir y aceptar libremente el 
matrimonio está reconocido en la Declaración 
Universal de Derechos Humanos de 1948, la cual 
admite que el consentimiento no puede ser “libre 
y completo” cuando una de las partes involucradas 

una decisión con conocimiento de causa sobre su 
pareja. La Convención sobre la eliminación de 
todas las formas de discriminación contra la mujer 
de 1979, estipula que el compromiso matrimonial 
y el casamiento de un niño o niña no tendrán 
efectos jurídicos y que se deben tomar todas las 
medidas necesarias, incluidas las legislativas, para 

recomendada por el Comité sobre la eliminación de 
discriminación contra la mujer es de 18 años.

VII. CONTEXTO NACIONAL
De acuerdo con las cifras de la Registraduría 

Nacional del Estado Civil6, en Colombia entre 
los años 2010 a 2015 se celebraron en el país 
70 matrimonios contraídos por ambos cónyuges 
menores de edad, entre los mismos años se 
celebraron 3.529 matrimonios en donde uno de 
los contrayentes era menor de edad, en donde los 
departamentos de Antioquia con 531 matrimonios, 
Caquetá con 222, La Guajira con 196, Santander 
con 326 y Valle con 336, presentaron el mayor 
número de matrimonios, situación que evidencia 
que los matrimonios no se celebran entre menores 
de edad, sino que individuos mayores de edad 
contraen matrimonio con personas que no 
han alcanzado su madurez física, intelectual y 
cognoscitiva que afecta gravemente su desarrollo.

Adicionalmente, el Instituto Nacional de Salud7 
informa para la semana 24 de 2015, en Colombia 

extrema en adolescentes, las cuales corresponden al 
20,3% del total de todos los casos presentados en el 
año, los casos se presentaron en adolescentes entre 
15 y 19 años de edad. Cifras que evidencian los 
riesgos en los que se encuentran las adolescentes 
que contraen matrimonio, y como ya se manifestó 

6 Registraduría Nacional del Estado Civil, Comunicación 
Radicado número 056300 “correspondencia enviada”, 
Asunto: Derecho de Petición Parlamentario RNEC. 
165228-STRCI-097, dirigida al Senador Honorio Miguel 
Henríquez Pinedo, fecha 11 de agosto de 2015.

7 Instituto Nacional de Salud, Comunicación Radicado nú-
mero 1000-013422. Asunto: Solicitud de información - 
Proyecto de ley número 06, dirigida al Senador Honorio 
Miguel Henríquez Pinedo, fecha 5 de agosto de 2015.

lo que pone en una situación de especial riesgo a las 
menores que contraen matrimonio.

VIII. CONTEXTO INTERNACIONAL
A continuación, se relacionarán algunos 

ejemplos internacionales de países que 

los menores de edad.
1. A partir de julio de 2015 España ya no será 

el país europeo con el límite de edad más 
bajo para casarse8. En ese país entró en vi-
gor la nueva Ley de Jurisdicción Volunta-
ria, la edad legal mínima para contraer ma-
trimonio será de 16 años. Adicionalmente 

con la mayoría de los países europeos.
2. Guadalajara, Jalisco en marzo 2015 el Con-

greso del Estado avaló los cambios al Código 
Civil de Jalisco para prohibir el matrimonio 
entre y con menores de edad9. Esta prohibi-
ción continuará, aunque los padres de familia 
den el consentimiento y solo podrá romper 

Prieto Pérez, impulsor de la reforma.
3. Panamá: La prohibición para que las per-

sonas menores de 18 años de edad puedan 
contraer matrimonio en todo el territorio 
nacional entró en vigencia con la Ley 30 

-
cial10

Código de la Familia y del Menor que esta-
blecían edades mínimas, según sexo, para 
contraer matrimonio: 14 años para las ni-
ñas, y 16 años para los varones.

IX. IMPACTO FISCAL
Esta iniciativa no está sujeta al cumplimiento 

del requisito previsto en el artículo 7º de la Ley 
819 de 2003.

X. PROPOSICIÓN FINAL
Por las razones expuestas, solicito a la Plenaria 

del Senado de la República, dar segundo debate al 
Proyecto de ley número 50 de 2017 Senado, por 

numeral 2 del artículo 140, se deroga el artículo 117 
del Código Civil y se dictan otras disposiciones”, 
con el texto aprobado en primer debate.

De los honorables Congresistas,

8 Tomado de: 
, agosto de 

2017.
9 Tomado de: -

en-jalisco.htm, agosto de 2017.
10 -
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De conformidad con el inciso 2° del artículo 
165 de la Ley 5ª de 1992, se autoriza la publicación 
del presente informe.

TEXTO APROBADO POR LA COMISIÓN 
PRIMERA DEL HONORABLE SENADO DE 

LA REPÚBLICA AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 50 DE 2017 SENADO

116, el numeral 2 del artículo 140, se deroga el 
artículo 117 del Código Civil y se dictan otras 

disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene como 

artículo 140 y derogar el artículo 117 del Código 
Civil, que regulan la capacidad y consentimiento 
para el matrimonio, eliminando del Código Civil 
la posibilidad de contraer matrimonio con persona 
menor de 18 años y se crea la política pública 
encaminada a sensibilizar y divulgar los efectos, 
causas y consecuencias de contraer matrimonio o 
uniones maritales de hecho con menores de 18 años.

Artículo 2°. Promoción, divulgación y 
sensibilización. El Gobierno nacional, bajo la 
coordinación del Ministerio de Educación, se 
encargará de diseñar y ejecutar una política pública 
con el apoyo de los entes territoriales, encaminada 
a sensibilizar y divulgar los efectos, causas y 
consecuencias de contraer matrimonio o uniones 
maritales de hecho con menores de 18 años.

Parágrafo. El Ministerio de Educación 
elaborará un informe anual de rendición de cuentas 
sobre la ejecución de la política pública, el cual 
será remitido al Congreso de la República dentro 
de los primeros diez días del segundo periodo de 
cada legislatura.

Artículo 3°. El artículo 116 del Código Civil 
quedará así:

Artículo 116. Capacidad para contraer 
matrimonio. Tendrán capacidad para contraer 
matrimonio solo las personas mayores de 18 años.

Artículo 4°. Deróguese el artículo 117 del 
Código Civil.

Artículo 5°. Modifíquese el numeral 2 del 
artículo 140 del Código Civil sobre las causales 
de nulidad del matrimonio, el cual quedará así:

2. Cuando se ha contraído por persona menor 
de 18 años.

Artículo 6°. La presente ley rige a partir de su 
promulgación y deroga las disposiciones que le 
sean contrarias.

En los anteriores términos fue aprobado el 
Proyecto de ley número 50 de 2017 Senado, 

116, el numeral 2 del artículo 140, se deroga el 
artículo 117 del Código Civil y se dictan otras 
disposiciones, como consta en la sesión del día 12 
de septiembre de 2017, acta número 12.

Nota: El proyecto aprobado en la Comisión 
Primera del Senado corresponde al texto del  

.

Gaceta número 807 - Miércoles, 20 de septiembre de 2017
SENADO DE LA REPÚBLICA

INFORMES DE CONCILIACIÓN
Informe de conciliación y texto conciliado al Proyecto 

de acto legislativo número 015 de 2017 Cámara, 
04 de 2017 Senado, por medio del cual se dictan 
disposiciones para asegurar el monopolio legítimo de 
la fuerza y del uso de las armas por parte del Estado. 
Procedimiento Legislativo Especial para la Paz. 1

PONENCIAS
Informe de ponencia para primer debate y texto propuesto  

al Proyecto de ley número 21 de 2017 de Senado, por 
la cual se actualiza la política pública y se ajusta la 
institucionalidad, regulación, vigilancia y control y 
de protección de usuarios de servicios de televisión 
en un contexto de convergencia tecnológica. .... 2

Ponencia para primer debate y texto propuesto al Proyecto 
de ley número 36 de 2017 Senado, por medio de 
la cual la Nación rinde honores a la memoria del 
líder indígena Manuel Quintín Lame Chantre al 
cumplirse 50 años de su fallecimiento y se dictan 
otras disposiciones. ............................................ 19

Informe de ponencia para segundo debate y texto 
aprobado por la Comisión Primera al Proyecto de 
ley número 50 de 2017 Senado, por medio de la cual 

140, se deroga el artículo 117 del Código Civil 
y se dictan otras disposiciones. .......................... 24

Págs.

C O N T E N I D O

IMPRENTA NACIONAL DE COLOMBIA - 2017


